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CADUCIDAD DE LA ACCIÓN – Nulidad absoluta del contrato
En consideración a las pretensiones formuladas por la parte actora, se tiene que el literal e) del numeral 10 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo dispone que la nulidad absoluta del contrato podrá pedirse dentro de los dos años siguientes a su perfeccionamiento, o hasta cinco años si la ejecución se prolonga más allá del bienio. En el caso particular, la demanda de nulidad absoluta recayó sobre contrato de consultoría celebrado por el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda., cuya vigencia se pactó en veinte (20) años contados a partir de la fecha de su perfeccionamiento y legalización (Cláusula tercera fl. 169 c. ppal. 1). En esos términos, como el contrato se suscribió el 29 de noviembre de 2000 y la demanda se presentó el 19 de agosto de 2003 (fl. 56 vto.), es claro que se presentó dentro del término legal, que igualmente cobija el periodo requerido para reclamar la nulidad del acta modificatoria firmada el 1º de diciembre de 2000 (fl. 178 a 181 c. ppal. 1). Habiéndose suscrito los demás actos jurídicos cuya nulidad persigue la parte demandante, con posterioridad al contrato de consultoría, fuerza concluir que la demanda se formuló dentro de los dos años contados a partir de su perfeccionamiento.

NULIDAD PROCESAL – Configuración

Conviene precisar, que la causal de nulidad invocada por el apelante no se encuentra configurada, en la medida que el fallo de primera instancia se profirió antes de la recusación formulada por la parte demandada y el despacho instructor no encaminó actuación distinta al trámite de la recusación, una vez ingresó el expediente con posterioridad a la expedición de la sentencia. Así las cosas, el artículo 154 del C. P. C. no fue desacatado por el a quo, en tanto, una vez se comunicó al despacho de la recusación presentada, exclusivamente se dio trámite a la misma hasta que fue resuelta. Bajo este análisis, no se configura la causal de nulidad propuesta por la parte demandada. En consecuencia, no encontrándose vicio que afecte la actuación procesal hasta aquí agotada, la Sala resolverá los demás cargos de apelación formulados por las partes.

CONTRATO DE CONSULTORÍA – Régimen aplicable
La Sala precisa que el contrato GP-CM-CONS-001-2000 suscrito el 29 de noviembre de 2000, está sometido a las previsiones de la Ley 80 de 1993, aplicable a los contratos celebrados por el Distrito, pues respecto de este no se verifica la aplicación de alguna excepción.

CONTRATO DE CONSULTORÍA – Finalidad – Etapa precontractual
A partir de las especificaciones contenidas en los términos de referencia del concurso de méritos se colige que la finalidad del contrato de consultoría, en la etapa precontractual, se circunscribió a la adecuación de un sistema integrado de información tributaria compuesto por software operativo y aplicativo y la instalación de redes de cómputo, la adecuación logística de oficinas de atención al cliente y la dotación de tres oficinas satélites para la atención de los contribuyentes, la infraestructura logística y de personal necesaria para efectuar la gestión del cobro de la cartera de los impuestos, además de la atención a los contribuyentes.

CONTRATO DE CONSULTORÍA – Objeto

En una lectura integral el objeto del contrato abarcó la implementación de una plataforma tecnológica de información tributaria, la adecuación de oficinas de atención al cliente, la dotación de oficinas para la atención a los contribuyentes del Distrito, además de la asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria en las actividades de procesamiento, revisión, fiscalización, programación, aforo, citaciones, liquidaciones, facturación, gestión para la recuperación de la cartera y para el aumento de los recaudos de los impuestos distritales, con la infraestructura logística y de personal necesaria para efectuar las actividades de la gestión del cobro de cartera de los impuestos y la atención de los contribuyentes.

FUNCIÓN ADMINISTRATIVA – Ejercicio a cargo de los particulares
Advierte la Sala que el ejercicio de función administrativa a cargo de los particulares, en criterio de la Corte Constitucional es admisible bajo los siguientes lineamientos: i) cuando la Carta Política no prohíba la asignación de específicas funciones a particulares, o no se establezca una asignación constitucional en forma exclusiva o excluyente de función administrativa en cabeza de determinada autoridad, ii) cuando la ley no lo prohíba, en aquellos eventos en que la Constitución le permite al legislador restringir el ejercicio de funciones administrativas a los particulares, iii) las autoridades únicamente están facultadas para atribuir a los particulares funciones que son de su competencia, no las de otros funcionarios, iv) la atribución de competencia al particular no puede vaciar el contenido de la competencia que ostenta la autoridad que la otorga, es decir, el particular no puede reemplazar totalmente a la autoridad pública en el ejercicio de sus funciones .

ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA – Competencia a nivel nacional – Estructura funcional
A nivel nacional la competencia frente a la administración tributaria está dada por la estructura funcional que establezca el Presidente de la República, en ejercicio de las facultades previstas en el numeral 16 del artículo 189 de la Constitución Política. El Estatuto Tributario permite la delegación de las funciones asignadas por la Ley, en los funcionarios del nivel ejecutivo o profesional de las dependencias bajo su responsabilidad, mediante resolución aprobada por su superior.

DELEGACIÓN – Límites
De otro lado, en relación con la administración municipal el artículo 91 numeral 6, literal d) de la Ley 136 de 1994 atribuye a los alcaldes el ejercicio de jurisdicción coactiva para hacer efectivo el cobro de las obligaciones a favor del municipio, función que debe ser delegada en las tesorerías municipales, y ejercida conforme a lo establecido en la legislación contencioso–administrativa y de procedimiento civil. 

FUNCIÓN ADMINISTRATIVA – Noción
Si bien, la doctrina considera que en materia jurisprudencial aún no existe una caracterización definitiva de lo que pudiera considerarse función administrativa, lo cierto es que a partir de los pronunciamientos tanto de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado, se cataloga a la función administrativa como una especie de la función pública, que conlleva el ejercicio de poderes o prerrogativas públicas. Para Benavides, en la medida en que los contratos confieran a los particulares el ejercicio de funciones administrativas estarán por consecuencia investidos del ejercicio de poderes públicos, “por consiguiente, la definición del límite de las tareas transferibles a los particulares no podrá ser el ejercicio de autoridad inherente al Estado”, asunto que para el autor debe determinarse por la jurisprudencia.

OBJETO ILÍCITO – Contrato que otorga a los particulares – Función administrativa tributaria

La Sección Tercera del Consejo de Estado ha considerado que adolece de objeto ilícito todo contrato que otorgue a los particulares funciones administrativas propias de la entidad territorial, en materia tributaria. Como antecedente, la Sala declaró la nulidad absoluta de un contrato de asesoría y gestión para el control del recaudo de las regalías e impuestos municipales, en donde la entidad contratante se comprometió a reconocer al contratista un porcentaje sobre los valores percibidos por concepto de recaudo de regalías. En aquella oportunidad la Sala concluyó que la prestación convenida recayó sobre recursos públicos de destinación específica, contraviniendo prohibiciones constitucionales y legales.

AUTONOMÍA TERRITORIAL – Mandato constitucional
Advierte la Sala que el mandato constitucional asigna a las entidades territoriales autonomía para la gestión de sus intereses, dentro de los límites fijados por la Constitución y la ley. Con el propósito señalado gozan del derecho a administrar sus recursos y a establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones (Artículo 287).   

JURISDICCIÓN COACTIVA – Administración municipal

Por su parte, en relación con la administración municipal el artículo 91 numeral 6, literal d) de la Ley 136 de 1994 atribuye a los alcaldes el ejercicio de jurisdicción coactiva para hacer efectivo el cobro de las obligaciones a favor del municipio, función que debe ser delegada en las tesorerías municipales, y ejercida conforme a lo establecido en la legislación contencioso administrativa y de procedimiento civil.

FUNCIÓN ADMINISTRATIVA – Función administrativa tributaria – Indelegabilidad
Encuentra la Sala, de acuerdo con el análisis precedente que actividades como la revisión, fiscalización, programación, aforo, liquidación, facturación, recuperación de cartera y cobro coactivo son funciones administrativas tributarias indelegables, por cuanto se dirigen de un lado a determinar la obligación tributaria a cargo de los contribuyentes y de otro a hacer efectivo su pago bajo el poder de la autotutela administrativa. 

CONTRATO DE CONSULTORÍA – Objeto ilícito – Función administrativa indelegable a un particular
Es del caso advertir, que por definición el contrato de consultoría esta diseñado para encomendar al contratista la realización de estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, pre-factibilidad o factibilidad en programas y proyectos específicos y asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión , empero, la denominada asesoría técnica que pretendió la entidad encargar al contratista, le despojó totalmente de su competencia en materia tributaria, por lo cual se torna a todas luces inadmisible. En ese orden, el contrato esta viciado de nulidad absoluta por adolecer de objeto ilícito, en tanto se contrariaron normas imperativas al haberse encomendado función administrativa indelegable al particular contratista. En consecuencia, se confirmará la nulidad absoluta del contrato de consultoría, declarada por el a quo acorde con lo dispuesto en los artículos 44 y 45 de la Ley 80 de 1993. 

COSA JUZGADA – Concepto
La Sala ha precisado en torno a la cosa juzgada, que esta figura imposibilita volver a debatir en un proceso posterior con identidad de partes, objeto y causa, una situación previamente resuelta a través de sentencia ejecutoriada. En consecuencia, el juez ante la posible existencia de cosa juzgada debe examinar el proceso judicial anterior para examinar la identidad que pueda existir entre las partes, los fundamentos facticos y la causa petendi, con el proceso posterior.

SANEAMIENTO DEL CONTRATO – Definición
La doctrina define el saneamiento del contrato como “la remoción legal o voluntaria de la invalidez del acto”, que en caso de ser voluntaria se produce a través de la convalidación. (…) Como se ha considerado por la Sección Tercera el saneamiento convalida los negocios que nacieron con un vicio en su formación, bien sea porque las partes satisfacen con posterioridad la deficiencia de la que adolecía el negocio o por el transcurso del tiempo necesario para que opere la prescripción extraordinaria (20 o 10 años según el caso). (…) No obstante, el saneamiento por ratificación opera exclusivamente cuando sobre el contrato recae un vicio que lo afecta de nulidad relativa. Cuando la nulidad se genera por la existencia de objeto o causa ilícitos no es posible sanear tal vicio por convalidación de las partes, en virtud del mandato legal contenido en el artículo 1742 del Código Civil.

CONTRATOS DE EJECUCIÓN SUCESIVA – Restituciones mutuas

La Sala ha concluido, en los contratos de ejecución sucesiva, la imposibilidad de volver las cosas al estado anterior, o de deshacer lo ejecutado por una de las partes, dada su naturaleza negocial que impide las restituciones reciprocas con ocasión de la nulidad absoluta del contrato. Bajo esta consideración, es preciso advertir que en razón a la ejecución sucesiva de las prestaciones del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, resulta imposible como efecto de la declaratoria de nulidad absoluta deshacer la ejecutado o restituir al estado anterior a la celebración del negocio la situación de las partes. En consecuencia, las prestaciones ejecutadas y pagadas durante el periodo de vigencia del contrato previo a la declaratoria de nulidad, no serán objeto de restitución.  
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Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la entidad demandante en contra de la sentencia del 20 de noviembre de 2008, proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico, mediante la cual accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda (fl. 1074 a 1115, c. ppal, segunda instancia).

SÍNTESIS DEL CASO

El 29 de noviembre de 2000, el Gerente de Proyecto de Inversión Distrital de la Alcaldía Distrital de Barranquilla y el representante legal de Inversiones Los Ángeles Ltda., celebraron contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, en cuyo objeto el contratista se comprometió a brindar asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria al Distrito de Barranquilla y en desarrollo de esta asesoría las actividades que ella implique como procesamiento, revisión, fiscalización, programación, aforo, citaciones, liquidaciones, facturación, gestión para la recuperación de la cartera y para el aumento de los recaudos de los impuestos distritales.  
La entidad contratante pretende la nulidad del contrato por adolecer de objeto ilícito, al haberse encomendado al contratista el ejercicio de función administrativa indelegable.  
I. ANTECEDENTES

1. LA DEMANDA

El 19 de agosto de 2003 (fl. 56 reverso c. ppal.), el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla
, presentó demanda en contra de la sociedad Métodos y Sistemas, en ejercicio de la acción contractual (fls. 1 a 56, c. ppal.).

1.1. Síntesis de los hechos

Las pretensiones se sustentan en la situación fáctica que se resume así (fls. 1 a 13, c. ppal.):

Del Acuerdo de autorización 

1.1.1. El Concejo Distrital de Barranquilla expidió el 31 de mayo de 2000, el Acuerdo n.º 002, mediante el cual autorizó al alcalde “para que ordenara la apertura de la licitación pública tendiente a la contratación, hasta por veinte (20) años de la modernización de la gestión de recaudos de tributos distritales”   

La selección de contratista y la celebración del contrato 

1.1.2. El 7 de septiembre de 2000, se dispuso la apertura de la licitación n.º GP-001-2000 por parte de la administración distrital de Barranquilla para seleccionar una empresa de consultoría que brindara asesoría y gestión en la administración y recaudo fiscal local. En esta licitación participaron dos firmas: Inversiones Los Ángeles Ltda., y José Libardo Holguín. 

1.1.3. Mediante Resolución n.º 262 del 17 de diciembre de 2000 fue adjudicado el contrato objeto de la licitación a Inversiones Los Ángeles Ltda.

1.1.4. El 29 de noviembre de 2000 se celebró el contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 entre el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones, en cuyo objeto se estipuló: “La asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria a cargo del contratista consultor en desarrollo de esa asesoría deberá realizar las actividades que de ella implique: procesamiento, revisión, fiscalización, programación, aforo, citaciones, liquidaciones, facturación, gestión para la recuperación de la cartera y para el aumento de los recaudos de los impuestos distritales, entre éstos predial unificado, industria y comercio, avisos y tableros y demás impuestos distritales e impuestos varios que se relacionan en el anexo n.º 1 del presente contrato, controlando la evasión y elusión con el fin de generar beneficios para los contribuyentes y el Distrito de Barranquilla a través de una permanente modernización tecnológica.” 

1.1.5. En la cláusula segunda donde se estipuló el valor del contrato y la forma de pago, se incorporó el pago a cargo del contratista de una prima de siete mil millones de pesos para acceder a la consultoría contratada. La entidad señala que la referida prima fue modificada, en relación con el propósito contemplado en el pliego de condiciones, tanto en lo que respecta al pago de los cinco mil millones de pesos de préstamo reembolsables como en los dos mil millones de pesos no reembolsables. Durante la ejecución del contrato, el consultor no asumió pago alguno y el Distrito de Barranquilla no recibió contraprestación por este concepto. 

Observaciones del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

1.1.6. Mediante oficio n.º 5789 del 30 de noviembre de 2000, la Dirección General de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público formuló objeciones al contrato de consultoría (revisión de legalidad del contrato por parte de los organismos de control competentes en relación con la prima pactada en la cláusula segunda, y ausencia de autorización de sobreendeudamiento al Ministerio de Hacienda y Crédito Público). 

1.1.6. El 1º de diciembre de 2000, las partes suscribieron acta de modificación del contrato para suspender indefinidamente el pago de cinco mil millones de pesos por parte de Inversiones Los Ángeles Ltda.  

1.1.7. El 5 de diciembre de 2000, las partes aprobaron el acta de inicio del contrato de consultoría; sin embargo estipularon que el contratista solo se responsabilizaría “a partir del día en que se le entregue el acta y la protocolización de la respectiva base de datos de todos los impuestos a administrar en medio magnético y de manera impresa”
1.1.8. El 13 de diciembre de 2000, mediante oficio n.º VPJ-1099, el Presidente de La Previsora, compañía estatal que administra el fideicomiso denominado “Impuestos Barranquilla” y quien debía pagarle al contratista, se negó a cancelarse los honorarios a éste. 

Las decisiones de terminación unilateral del contrato 

1.1.9. Mediante resolución n.º 0118 del 28 de febrero de 2001, la Alcaldía Distrital declaró terminado el contrato, por objeto ilícito, de conformidad con los artículos 44 y 45 de la Ley 80 de 1993; a su vez ordenó la liquidación del contrato, y dispuso que por conducto de la Secretaría General del Distrito, en el término de tres meses se iniciara “acción contenciosa contractual de nulidad absoluta del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, con solicitud de suspensión provisional”. El referido acto administrativo fue complementado mediante Resolución n.º 0132 del 9 de marzo de 2001, por la cual se ordenó notificar también a la Compañía de Seguros-Seguros del Estado S.A., para que hiciera valer sus derechos en caso de un eventual perjuicio en su contra. 

1.1.10. Las resoluciones aludidas fueron notificadas tanto a Inversiones Los Ángeles Ltda., como a Seguros del Estado S.A. Ninguna de las dos entidades anteriores interpuso recurso de reposición contra las mismas. 

1.1.11. La sociedad Inversiones Los Ángeles Ltda., interpuso acción de tutela para atacar dichas resoluciones. El Juzgado Segundo Penal Municipal de Barranquilla mediante sentencia del 17 de abril de 2001 negó el amparo de los derechos de la peticionaria en primera instancia.

En segunda instancia, la sociedad accionante obtuvo el amparo de sus derechos, mediante sentencia del 4 de mayo de 2001 proferida por el Juzgado Tercero Penal de Circuito de Barranquilla. 

La Corte Constitucional mediante sentencia T-1341 del 11 de diciembre de 2001 resolvió “REVOCAR la sentencia de tutela del Juzgado Tercero Penal de Circuito de Barranquilla, del 4 de mayo de 2001, y, en su lugar, CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Barranquilla, el 17 de abril de 2001”. La providencia fue notificada en enero de 2002.  
1.1.12. El 17 de mayo de 2001, la Alcaldía de Barranquilla profirió la Resolución n.º 0269 mediante la cual terminó de nuevo y de manera unilateral el contrato GP-CM-CONS-001-2000. 

1.1.13. El 3 de septiembre de 2001, Inversiones Los Ángeles Ltda., instauró demanda contenciosa en ejercicio de la acción contractual, ante el Tribunal Administrativo del Atlántico en contra del Distrito Especial de Barranquilla, en cuya pretensión reclamó la nulidad de los actos que dieron lugar a la terminación unilateral del contrato (proceso contractual n.º 08-001-23-31-02-2001-1715-00-2764-D).  En virtud de transacción efectuada por las partes se terminó este litigio pendiente y el demandante retiró la demanda. 

De la invalidez parcial del Acuerdo de autorización

1.1.14. El 4 de octubre de 2001, el Tribunal Administrativo del Atlántico dictó sentencia en el marco del expediente radicado con el n.º 2000-3003-00-C iniciado en ejercicio de la acción constitucional consagrada en el numeral 10 del artículo 305 de la Constitución, por demanda presentada por el Gobernador del Atlántico contra el Acuerdo n.º 002 de 2000, expedido por el Concejo de Barranquilla, en el cual se autorizaba celebrar un contrato de consultoría que finalmente sería el contrato GP-CM-CONS-001-2000. 

En el fallo el Tribunal decidió: 

1. Declárase la invalidez de la expresión: “…que ordene la apertura de la licitación pública tendiente a…” contenida en el artículo primero del Acuerdo n.º 002 de 2000 expedido por el Concejo Distrital de Barranquilla. 

2. Declárase la invalidez de la expresión “… hasta por veinte (20) años… contenida en el artículo primero del Acuerdo n. º 002 de 2000 expedido por el Concejo Distrital de Barranquilla. 

3. Declárase la invalidez de la expresión “…y todo lo que ella implica, como fiscalización, revisión y liquidaciones de aforo, citaciones, facturación obligatoria a los contribuyentes que pertenecen al Régimen Simplificado, en general la organización, operación y ejecución total del manejo de todo lo concerniente a los impuestos adjudicados en la licitación”, del citado artículo 1º del acuerdo en mención. 

4. No se declara la invalidez de la expresión: “Autorizase al Alcalde Distrital de Barranquilla para (…) la contratación (…) de la modernización de la gestión de recaudos de tributos Distritales, contenida en el artículo primero del Acuerdo n.º 002 de 2000. 

5. No se declara la invalidez de los artículos 2º y 3º del Acuerdo n.º 002 de 2000, en las condiciones explicadas en la parte motiva de esta providencia, esto es, en el entendido de que la autorización por veinte años es inválida, y bajo los condicionamientos que surgen de la declaratoria de invalidez de las expresiones anotadas.    

Contratos de transacción 

1.1.15. El 19 de diciembre de 2001, las partes suscribieron el contrato de transacción SIP-CONS-001-2001, en el que terminaban el litigio dentro del proceso n.º 08-001-23-31-02-2001-1715-00-2764-D, originado en la demanda presentada por Sociedad Inversiones Los Ángeles contra el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, con el propósito de obtener la nulidad de los actos administrativos que dispusieron la terminación unilateral del contrato de consultoría (resoluciones 118, 132 y 269 de 2001). 

1.1.16. Formalizada la transacción y la cesión del contrato, la posición de contratista particular pasó a ser ocupada en un primer momento por la Unión Temporal Métodos y Sistemas, integrada por las firmas Grafinet S.A. y Auditores y Asesores Económicos- Audiecon Ltda., que posteriormente se convirtió en la sociedad comercial por acciones “Unión Temporal Métodos y Sistemas S.A. –M&S S.A.”. 

1.1.17. El 15 de febrero de 2002, se suscribió “acta aclaratoria al contrato de transacción” n.º SIP-CONS-001-2001. 

1.1.18. El 21 de abril de 2003, los representantes de las partes suscribieron un segundo “contrato de transacción”, en el que se desiste de una acción ejecutiva contractual interpuesta por el contratista ante el Tribunal Administrativo del Atlántico y se concilian las cifras debidas por el Distrito a Métodos y Sistemas S.A.

De la conducta desplegada por el contratista 

1.1.19. En los últimos meses del año 2002 y los primeros meses del año 2003 el contratista particular, Métodos y Sistemas S.A. inició siete procesos ejecutivos contractuales contra el Distrito, ante el Tribunal Administrativo del Atlántico, en los cuales ha solicitado medidas cautelares consistentes en el embargo de cuentas bancarias del Distrito, utilizando información privilegiada en provecho suyo, obtenida en su condición de contratista, de las bases de datos de los deudores tributarios del Distrito. 

Con esta conducta, el contratista transgredió el compromiso adquirido en el contrato de transacción, de cobrar sus acreencias únicamente en el marco de la reestructuración de pasivos al que se encuentra sometido el Distrito de Barranquilla, y no por vía judicial. La Ley 550 de 1999, sanciona este proceder con nulidad del proceso (Art. 14).  

Gestiones para conjurar las discrepancias entre las partes del contrato 

1.1.20. El 29 de enero de 2003, se citó al contratista y a la compañía Seguros Cóndor S.A. que expidió la póliza única de cumplimiento, para discutir las discrepancias entre las partes, el cumplimiento del contrato y la validez de ciertos documentos contractuales, reunión a la cual, los citados se abstuvieron de asistir. El 6 de febrero de 2003, se citó formalmente a la aseguradora para una segunda reunión, a la cual tampoco asistieron. 

Providencia que improbó el contrato de transacción 

1.1.21. El Tribunal Administrativo del Atlántico mediante providencia del 5 de junio de 2003, resolvió improbar el contrato de transacción celebrado el 21 de abril de 2003, al considerar que de conformidad con el artículo 341 del C.P.C. “para realizar transacciones a nombre de una entidad territorial se requiere de autorización expresa de su representante legal, vale decir, del señor Alcalde Distrital de Barranquilla; por consiguiente, ante la carencia de dicha autorización, debe concluirse que, en lo que toca con el Distrito de Barranquilla, el acuerdo fue celebrado por quien carecía de tal capacidad negocial”. 

1.1.22. Para el demandante, luego de esta providencia, el contrato de consultoría quedó en una especie de limbo jurídico. 

1.2. Las pretensiones

Con fundamento en los anteriores hechos, la actora deprecó las siguientes pretensiones (fl. 14 -15 c. ppal.):

PRIMERA PRINCIPAL: Que se declare la nulidad absoluta del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 celebrado el 29 de noviembre de 2000, entre el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda., por las razones aquí expuestas. 

PRIMERA SUBSIDIARIA: Que, en subsidio de la anterior, y de conformidad con el inciso tercero del artículo 87 del C.C.A., modificado por el artículo 32 de la Ley 446 de 1998, el juez administrativo declare de oficio en la sentencia la nulidad del mencionado contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 celebrado el 29 de noviembre de 2000, por cualquier otra causal que él advierta, “cuando esté plenamente demostrada en el proceso”, como quiera que en este proceso intervienen las partes contratantes. 

SEGUNDA: Que se declare la nulidad absoluta del Acta de Modificación del Contrato de Consultoría GP-CM-CONS-001-2000 suscrita el 1º de diciembre de 2000 entre las partes, por las razones aquí expuestas o de oficio por cualquier otra causal comprobada. 

TERCERA: Que se declare la nulidad absoluta del contrato de transacción SIP-CONS-001-2001, suscrito entre las partes el 19 de diciembre de 2001, por las razones aquí expuestas o de oficio por cualquier otra causal comprobada. 

CUARTA: Que se declare la nulidad absoluta del Acta Aclaratoria del Contrato de Transacción suscrita el 15 de febrero de 2002 entre las partes, por las razones aquí expuestas o de oficio por cualquier otra causal comprobada. 

QUINTA: Que, en todo caso, una vez declarada la nulidad del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, se ordene su liquidación inmediata, en el estado en que se encuentre, de conformidad con los artículos 45 y 48 de la Ley 80 de 1993 y con la cláusula sexta, parte I, literal d) del contrato. 

SEXTA: Que, de conformidad con el artículo 48 de la Ley 80 de 1993, se ordene el reconocimiento y pago de dinero a favor de Métodos y Sistemas S.A. por todo concepto, única y exclusivamente por “las prestaciones ejecutadas hasta el momento de la declaratoria” de nulidad, con exclusión de toda indemnización, sea daño emergente, lucro cesante, daño moral o cualesquier otro concepto, y menos las sumas que el contratista deba a la entidad territorial. 

SÉPTIMA: Que, si fuera del caso, y al amparo del artículo 90 de la Constitución y de la Ley 678 de 2001, se ordene en la sentencia iniciar acción de repetición contra los ex servidores públicos distritales que en el año 2000 ordenaron iniciar la Licitación n.º GP-001-2000 del 7 de septiembre de 2000, autorizaron o delegaron celebrar el contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 del 29 de noviembre de 2000, suscribieron ese contrato y suscribieron el Acta de Modificación del mismo del 1º de diciembre de 2000, así como contra los contratistas y consultores particulares que intervinieron durante toda la vida del contrato, y que en uno y otro caso hubieren actuado con culpa grave o dolo, con el fin de recuperar todas las sumas que el Distrito Especial, Industrial y Portuario hubiere tenido eventualmente que pagar al contratista particular a título indemnizatorio durante toda la vida del contrato o en general por todo perjuicio al erario causado por culpa grave o dolo. 

OCTAVA: Que se condene a las demandadas al pago de las costas, agencias en derecho y demás gastos del proceso.      

1.3. Concepto de la violación

La parte demandante condensó el concepto de violación, en los siguientes términos: 

1. Cargos contra el contrato 

1.1. Violación de norma superior 

1.1.1. Por violar la Ley 80/93 sobre objeto ilícito de los contratos estatales 

1.1.2. Por violar el Decreto 111/96 que prohíbe comprometer vigencias futuras sin autorización 

1.1.3. Por violar normas tributarias y crediticias relativas a competencias exclusivas del Estado 

1.1.4. Por violar la Ley 358/97 sobre endeudamiento territorial 

1.1.5. Por violar el Decreto 2681/93 sobre operaciones de crédito público 

1.2. Incompetencia 

1.2.1. Incompetencia por indebida representación de las partes 

1.2.2. Incompetencia para delegar en particular funciones exclusivas del Estado 

1.3. Falsa motivación

1.3.1. Falsa motivación por haberse declarado nulo el acto en que se funda el contrato 

1.3.2. Falsa motivación por cambiarse el pliego de condiciones en el contrato 

1.4. Desviación de poder 

2. Cargos contra el acta modificatoria 

2.1. Violación de norma superior 

2.2. Incompetencia 

2.3. Falsa motivación 

2.4. Desviación de poder 

3. Cargos contra la transacción 

3.1. Violación de norma superior 

3.2. Incompetencia 

3.3. Falsa motivación 

4. Cargos contra el acta aclaratoria 

4.1. Violación de norma superior 

4.2. Incompetencia 

4.3. Falsa motivación  

La parte demandante solicitó la nulidad del contrato de consultoría, pues en su conjunto el objeto del contrato es ilícito, ante la imposibilidad de entregar a un particular funciones públicas relacionadas con el recaudo de tributos locales. Invoca la violación de los artículos 189 numeral 20 y 287 de la Constitución Política de Colombia, el artículo 66 de la Ley 383 de 1997, artículos 560 y 561 del Estatuto Tributario y el Estatuto Tributario de Barranquilla adoptado mediante Acuerdo 004 de 1999. 

En consonancia con el artículo 1519 del Código Civil, la recaudación y administración de las rentas y caudales públicos es una función administrativa que no puede delegarse a los particulares. 

El Decreto 111 de 1996 prohíbe comprometer vigencias futuras sin autorización, y el numeral 6º de la Ley 80 de 1993 exige contar con la debida autorización previa del órgano competente para comprometer vigencias presupuestales futuras. En el presente caso, el Concejo Distrital de Barranquilla no autorizó en forma expresa y previa al alcalde para comprometer vigencias futuras.  

Adujo además la vulneración de normas tributarias relativas a competencias exclusivas del Estado como los artículos 6º, 287 numeral 3º, 295, 313, 315 numeral 9º, 335, 338 de la Constitución Política de Colombia; los artículos 560 y 561 del Estatuto Tributario; artículos 32 numeral 7º y 91 de la Ley 136 de 1994; a su vez, el Decreto 2681 de 1993, que reglamenta a nivel nacional las operaciones de crédito público.  

1.3.1. Cargos de nulidad 

1.3.1.1. Contra el contrato de consultoría 

a. Infracción a las normas legales señaladas anteriormente.

· No es admisible delegar en un particular el ejercicio de funciones tributarias.  

· El literal d) de la cláusula segunda del contrato viola la ley, al haber entregado  a un particular el ejercicio de jurisdicción coactiva para hacer efectivo el cobro de las obligaciones a favor del municipio, que de conformidad con el artículo 91 de la Ley 136 de 1994 pertenece al alcalde. 

· La cláusula sexta, parte II, literal g) del contrato, en la cual se pacta que “… las amnistías y cualquier decisión que afecte los ingresos de dinero y cambios en la base de datos, dichas decisiones serán de común acuerdo entre el Distrito y el contratista” está viciada de nulidad. Una amnistía tributaria es una decisión unilateral de la administración adoptada exclusivamente por razones de interés público, en donde no cabe el interés privado del contratista particular. 

· Para el demandante decretar amnistías y adoptar decisiones sobre ingresos locales es una atribución exclusiva del concejo. 
· Invoca la nulidad del parágrafo de la cláusula quinta del contrato, en tanto el contrato delega a un particular una actividad prohibida, pero la suspende mientras se cumple una condición suspensiva. Cumplida dicha condición, el contratista podría desarrollar tales actividades.  

· Alega la violación de los artículos 6º, 13, 209, 355, 364 de la Constitución Política de Colombia, los artículos 5º, 6º y 14 de la Ley 358 de 1997, y el inciso final del numeral 5º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993. El contratista particular es una persona jurídica de derecho privado que no puede recibir donación ni auxilio público alguno por vía contractual, tampoco tiene facultad para recaudar y, menos para que le sean reintegrados recursos públicos que por ley le pertenecen a la entidad territorial. 

De entenderse que se trata de un crédito, esta circunstancia configura una violación de la Ley 358 de 1997. El Distrito de Barranquilla se encuentra sobre endeudado, en tal sentido requería autorización previa. 

Para el actor la fijación de un crédito como condición para acceder a un contrato de consultoría convierte en crédito el objeto del contrato, sin que exista autorización legal para ello.  

b. Falta de competencia 

· Incompetencia por indebida representación de las partes. El 5 de junio de 2001, el Tribunal Administrativo del Atlántico mediante providencia proferida en el marco de acción ejecutiva improbó contrato de transacción celebrado el 21 de abril de 2003, debido a la ausencia de autorización otorgada por el Alcalde Distrital de Barranquilla al Secretario de Infraestructura para efectuar la transacción. 

· No tiene competencia una autoridad distrital para investir a un particular de atribuciones exclusivas del Estado. 

c. Falsa motivación 

· Con ocasión de la nulidad del acto en que se fundó el contrato. La sentencia del 4 de octubre de 2001, del Tribunal Administrativo del Atlántico anuló varios apartes del Acuerdo 002 de 2000, que permitía celebrar el contrato de consultoría objeto de controversia. En consonancia con el numeral 4º del artículo 44 de la Ley 80 de 1993, el contrato de consultoría adolece de nulidad absoluta. 

Con la nulidad del Acuerdo 002 de 2000, el objeto del contrato de consultoría quedó reducido a la asesoría técnica a cargo del contratista consultor para la modernización tecnológica. En un plano cuantitativo, el contrato quedó reducido a un costo no superior a ciento veinte millones de pesos, es decir el 98% del contrato desapareció. 

De otra parte se configura la nulidad por falsa motivación debido a la modificación de las condiciones inicialmente pactadas en el pliego en relación con las condiciones finalmente acordadas en el contrato. No hay correspondencia entre la realidad del pliego de condiciones y lo escrito en el contrato (variación en el objeto del contrato, en el pago).  

En los pliegos de condiciones se estableció un costo fijo inicial para el contratista, no obstante en el contrato se convirtió en un pago eventual y diferido a largo plazo.  

d. Desviación de poder. El contrato materia de controversia buscaba en el fondo favorecer a un contratista particular. Con el pretexto de contratar una consultoría para modernizar la gestión tributaria local se acompañó el contenido contractual de préstamos y primas por acceder al negocio. 

El contrato es lesivo para el Distrito de Barranquilla. Frente al valor, la cláusula segunda el contrato especifica dos formas excluyentes de remuneración: i) el contratista percibirá el 9.2% de los ingresos ordinarios recaudados, amén del porcentaje adicional por cobro coactivo favorable al Distrito. ii) el contratista ganará al menos seis mil millones de pesos anuales, lo cual significa que al cabo de 20 años habrá recibido por lo menos ciento veinte mil millones de pesos. 

Frente al plazo de 20 años, se desnaturaliza el objeto del contrato de consultoría que pretende actualizar, modernizar y tecnificar la información fiscal y las bases de datos; sin embargo, con el plazo fijado, la función de cobro y recaudo tributario queda privatizada.  

1.3.1.2. Cargos contra el acta modificatoria 

a. Invoca la violación de los artículos 83, 209 de la Constitución Política, el artículo 1603 del Código Civil, los artículos 4, 25, 26, 27 y 29 de la Ley 80 de 1993 y la Ley 190 de 1995.  La modificación aplazó la obligación de pago contenida en el contrato, en clara violación del principio de equilibrio económico y financiero del contrato y de economía. 
b. Incompetencia. Los representantes de las partes que suscribieron el acta modificatoria carecían de autorización previa y expresa para ello como lo exige la ley. 
c. Falsa motivación. Si se decreta la nulidad del contrato de consultoría, por consecuencia corresponde declarar la nulidad del acta modificatoria, en aplicación del numeral 4 del artículo 44 de la Ley 80 de 1993. 
d. Desviación de poder. El acta modificatoria so pretexto de adecuar los términos del contrato a un concepto del Ministerio de Hacienda, aprovechó esta exigencia para favorecer económicamente a un contratista particular, mediante la exoneración del pago oportuno de una suma exorbitante. 
1.3.1.3. Cargos contra la transacción  

El contrato de transacción SIP-CONS-001-2001 celebrado el 19 de diciembre de 2001, entre el Distrito e Inversiones Los Ángeles Ltda., tuvo como finalidad ajustar el objeto del contrato de consultoría a la sentencia del Tribunal Administrativo que terminó un litigio pendiente. El contrato de transacción quiso vincular a un contratista que tuviese experiencia en el sector específico de la asesoría tributaria a entidades públicas, rebajar los honorarios al contratista en relación con lo que inicialmente se previó, precisar las funciones al contratista y adecuar el objeto del contrato al fallo del Tribunal Administrativo. 

1.3.1.4. Cargos contra el acta aclaratoria del contrato de transacción.  

a. Violación de norma superior. Acusa la violación del artículo 341 del Código de Procedimiento Civil porque la persona que firmó el acta aclaratoria a nombre del Distrito de Barranquilla no citó o aportó la autorización expresa del alcalde distrital.  

b. Incompetencia. El acta aclaratoria no fue acordada por las partes actuales del contrato sino por el distrito y un tercero ajeno al mismo (Inversiones Los Ángeles Ltda.). En todo caso no cumple con el requisito de capacidad de un negocio jurídico bilateral, toda vez que no fue aportada la autorización expresa del alcalde. 

c. Falsa motivación. En caso de nulidad del contrato de consultoría, es procedente declarar la nulidad del contrato de transacción, por consecuencia.  

d. El acta aclaratoria solo podía introducir precisiones de orden aclaratorio respecto de puntos dudosos y no modificaciones sustanciales al contrato, toda vez que no se tenía competencia para ello. 

2. LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

2.1. La sociedad Métodos y Sistemas S.A. contestó la demanda oponiéndose a las pretensiones de la misma (fl. 441 a 481 c. ppal.).

La parte demandada condensó los hechos relevantes en la presente controversia de la siguiente manera: 

1. El 29 de noviembre de 2000, la Administración Distrital de Barranquilla suscribió un contrato de Consultoría con Inversiones Los Ángeles, contrato que, después de transformaciones y cesiones societarias quedaría en cabeza de Métodos y Sistemas S.A.; 

2. En cumplimiento de recomendaciones del Ministerio de Hacienda del 30 de noviembre de 2000, inmediatamente, el 1º de diciembre de ese año se levantó entre las partes un Acta Modificatoria para acoger plenamente dichas recomendaciones de legalidad;  

3. La Administración Distrital declaró la terminación unilateral del contrato y a partir de dicha decisión se iniciaron varias confrontaciones judiciales a partir de demandas de nulidad y tutelas; 

4. El 4 de octubre de 2001 el Tribunal Administrativo del Atlántico se pronunció sobre la legalidad de las autorizaciones hechas por el Concejo a la Administración Distrital, eliminó algunas expresiones de dicho acuerdo y al mismo tiempo fijó unos criterios de legalidad sobre el contrato; 

5. El 19 de diciembre de 2001 las partes acogieron los resultados por el Tribunal y defendieron sus diferencias judiciales a través de un contrato de transacción que moduló y atemperó el contrato a todas las exigencias formuladas hasta ese momento por las autoridades; 

6. En cumplimiento de lo acordado en la transacción, el día 4 de enero de 2002 las partes suscribieron el acta de inicio del contrato de asesoría técnica para la implementación de las modernas técnicas de sistematización y de información y la implementación de los mecanismos ágiles para el cobro de cartera y el apoyo en el diseño y gestión de los procedimientos tributarios; 

7. El día 5 de abril de 2002 se presentó una solicitud formal hecha al Tribunal Administrativo del Atlántico, entre otros, por el mismo Humberto Caiaffa para decirle que se habían hecho todos los ajustes legales al contrato y pedirle la aprobación a la mencionada TRANSACCIÓN; 

8. El 16 de mayo del mismo año 2002 se profirió la providencia del Tribunal Administrativo del Atlántico en que se declara que la transacción está ajustada a derecho; 

9. Un año después de esta providencia que, como puede verse, ya había hecho tránsito a cosa juzgada, el 19 de agosto del año 2003, la Administración Distrital decide nuevamente y de manera inexplicable, acudir a las instancias judiciales para impetrar la demanda de nulidad absoluta que hoy nos ocupa para lo que se fundamenta, como se ha podido constatar, en situaciones jurídicas completamente superadas, modificadas y ajustadas a la ley; 

10. A pesar de lo anterior, el día 13 de diciembre del año 2005, la Contraloría General de la República en su informe final de gestión de control excepcional declaró que, “El contrato de consultoría n.º GP-CM-CONS-001-2000 de fecha 29 de noviembre del 2000, modificado por el contrato de transacción SIP-CONS-001-2001 de 19 de diciembre de 2001 y el Acta aclaratoria de 15 de febrero de 2002, desde el punto de vista legal, cumplió con los requisitos establecidos en la Constitución Política, el Estatuto General de Contratación y las normas presupuestales, lo que permitió a ese órgano concluir que no presenta vicios de forma o fondo…”; 

11. En desarrollo de todo lo anterior y dadas las buenas relaciones contractuales que actualmente existen entre las partes, el día 25 de enero de 2006, acogiendo todas las prescripciones de las autoridades administrativas, de control y jurisdiccionales se levantó entre las partes un documento denominado ESTRUCTURA INTEGRAL para regir el contrato en el que se ha precisado, aclarado y dado alcance al articulado tanto del contrato de consultoría como de sus actas modificatorias y aclaratorias y su transacción.” (fls. 448 a 449 c. ppal.1)     

Estimó en torno a los antecedentes del contrato, que la circunstancia relevante es la demanda de nulidad presentada contra el Acuerdo 002 del 31 de mayo de 2000, decidida por el Tribunal Administrativo del Atlántico mediante providencia del 4 de octubre de 2001, en la cual se ordenó corregir y sanear el “Acuerdo de autorizaciones”. Para la sociedad demandada el tribunal no encontró que la autorización para contratar la modernización de la gestión de recaudos de tributos distritales implicara transferir, delegar o conceder a un particular la función de administración tributaria. 

Sostuvo que las partes acogieron los criterios fijados en el contrato de transacción suscrito el 19 de diciembre de 2001, donde se adecuó el contrato de consultoría a las orientaciones de la autoridad judicial. El contrato de transacción pertinente a este caso fue aprobado por el Tribunal Administrativo como se demuestra con la providencia del 16 de mayo de 2002, dentro del proceso radicado bajo el n.º 08-001-23-31-02-2001-1715-00-2764-D. 

2.1.1. Frente al concepto de violación estimó que el demandante adujo las causales de nulidad previstas para los actos administrativos consagradas por el artículo 84 del C.C.A., sin tener en cuenta que la Ley 80 de 1993, contiene causales de nulidad absoluta de los contratos.

Desde el punto de vista material precisó que al contratista no se le otorgó el ejercicio autónomo de la función administrativa de recaudar, manejar o administrar los tributos distritales. 

Ante la existencia de un presunto objeto ilícito invocó la excepción de cosa juzgada. Sustentó el medio exceptivo en el hecho de haberse pronunciado el Tribunal Administrativo del Atlántico en dos oportunidades, i) en relación con el acuerdo de autorización n.º 02 de mayo de 2000 expedido por el Concejo Distrital de Barranquilla y, ii) el acuerdo transaccional suscrito entre el Distrito de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda.- Unión Temporal Métodos y Sistemas el 19 de diciembre de 2001, que dio lugar a la terminación del proceso contencioso administrativo iniciado contra la resolución n.º 0269 del 17 de mayo de 2001, proferida por la Alcaldía Distrital de Barranquilla, mediante la cual se dispuso la terminación del contrato de consultoría.  

En el presente caso refirió que tanto el Distrito como el contratista advirtieron la limitación constitucional y legal, de entregar a los particulares el manejo de los tributos territoriales al punto que en el contrato inicial se estableció como objeto la “asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria…”, así mismo, en el contrato de transacción al aclarar la cláusula segunda del contrato se estableció como objeto “… la asesoría técnica a la administración por parte del contratista para la modernización de la gestión de recaudo de tributos distritales”.    

Señaló que en desarrollo de este objeto, las labores del contratista se encaminaron a “la asesoría tributaria del Distrito de Barranquilla para la implementación de modernas técnicas de sistematización y de información; la complementación, depuración y actualización de las bases de datos de los impuestos locales y la asesoría en la atención e información al contribuyente”, y, “la asesoría para la implementación de mecanismos ágiles y modernos de cobro de cartera, el apoyo en el diseño y gestión de los procedimientos de fiscalización, liquidación, cobro y elaboración de censos de los contribuyentes de dichos impuestos; la asistencia para diseñar mecanismos de control interno tributario, rediseñar los trámites de cobro de los impuestos, racionalizar las notificaciones; generar y distribuir la facturación de impuestos y realizar el cobro prejurídico de la cartera a los contribuyentes morosos”.   
Concluyó que la función se encuentra radicada en cabeza de las autoridades distritales, cuyas actividades van desde expedir los actos administrativos que contienen la liquidación tributaria hasta su notificación, resolver los recursos, recaudar los dineros y disponer de ellos sin que el contratista tenga injerencia distinta a la de asesorar los procesos respectivos.  

De cara a los demás cargos formulados, señaló que el demandante concluyó en términos generales: 

· Las nulidades absolutas no son saneables; 

· El objeto ilícito es causal de nulidad absoluta; 

· Las entidades territoriales no tienen autonomía fiscal; 

· La administración y recaudación de los tributos es una función administrativa que no se puede trasladar a particulares. 

Respecto a las afirmaciones del actor precisó que si bien son ciertas, no guardan relación alguna con el asunto de fondo por cuanto el contrato de consultoría suscrito tiene por objeto la asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria, de tal manera que el ejercicio de la función administrativa se mantiene en cabeza de las autoridades distritales; en consecuencia no existe contravención alguna ni se configura objeto ilícito, que de lugar a la nulidad absoluta del mismo.   

Frente al valor del contrato y la forma de pago precisó que en el evento de actos unilaterales de la administración distrital como compensaciones, amnistías y cualquier otro que afecte el ingreso del contrato, el reconocimiento pecuniario al contratista estaba sujeto al acuerdo entre las partes. No obstante, el reconocimiento referido fue eliminado en la transacción acordada con posterioridad. 

Como argumento de defensa en contra de la afirmación relacionada con la ausencia de autorización para comprometer vigencias fiscales futuras en el contrato de consultoría celebrado, la parte demandada señaló que “el contrato no solo contaba con la disponibilidad previa y la reserva presupuestal pertinente con cargo a la vigencia fiscal del año 2000 sino que además, contaba con la autorización expresa del concejo, para afectar vigencias futuras, obligando a las autoridades distritales a incorporar en los presupuestos siguientes, las partidas necesarias para atender tales compromisos.” 

En lo concerniente al cargo relacionado con la obligación del contratista de efectuar un pago por concepto de anticipo por recaudos futuros por valor de cinco mil millones de pesos, en primer lugar indicó, con fundamento en lo previsto en la Ley 358 de 1997 y el Decreto 696 de 1998 que “no existió ninguna operación de crédito, de allí que se hubiere planteado en el título de este punto, la inaplicabilidad del cargo formulado en relación con la supuesta violación de normas sobre endeudamiento.” 

Consideró que el demandante con el cargo formulado da a entender que hay una violación legal, pues si se trata de un anticipo por recaudo futuro, se configura una donación y si se trata de una operación de crédito, no existía autorización por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Frente al primero indicó que el contratista no ha ejercido funciones de recaudar impuestos, ni en el contrato se establecen obligaciones en tal sentido. 

En segundo lugar precisó que el demandante confunde el pago anticipado que pudiera hacer el contribuyente de su obligación tributaria, con el anticipo que el contratista concede al Distrito, como garantía de eficacia de su gestión. Resaltó que en el primer caso, existe una obligación tributaria respecto de la cual el contribuyente o sujeto pasivo cancela antes de los plazos establecidos, en ese evento se estaría dando un pago anticipado y en ningún caso el Distrito tendría la obligación de devolver suma alguna de dinero pues tiene por objeto extinguir una obligación impositiva. 

En el caso particular se pactó la obligación a cargo del contratista de entregar al Distrito una suma de dinero como garantía de la eficacia de su labor, proveniente de su patrimonio, no de los recaudos que pudieran obtenerse, que debía devolverse una vez se verificaran los supuestos de eficacia y eficiencia del contrato a través del mejoramiento de los recaudos. La obligación se incorporó con la finalidad de mejorar la gestión de recaudo tributario. 

Reafirmó la inexistencia de la operación de crédito, porque si bien el contrato se suscribió el 29 de noviembre de 2000, el 1º de diciembre de ese año se firmó un acuerdo modificatorio en el que las partes accedieron de consuno, a suspender las obligaciones a cargo del contratista, mientras se establecía con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público si era necesaria su autorización.   

Acerca de la “prima para acceder al contrato y el anticipo” consideró que se trataba efectivamente de un endeudamiento por lo cual se requería autorización del Ministerio de Hacienda. Por esta razón, en el contrato de transacción suscrito el 19 de diciembre de 2001, se eliminó de manera definitiva la cláusula pertinente, quedando exclusivamente el tema de la prima, que se sujetaba a las previsiones legales y fiscales. La suspensión de la cláusula no afectó en nada el cumplimiento y desarrollo del objeto principal pactado. 

La circunstancia alegada por el demandante no configura causal de nulidad absoluta del contrato para el demandado, se refiere únicamente a la no obtención de una autorización necesaria, circunstancia que finalmente devino en la eliminación de la cláusula correspondiente, que no provocó una desmejora en las condiciones contractuales del Distrito.

Frente a la inexistencia de una operación de crédito, precisó que el objeto del contrato no es dotar a la entidad distrital de recursos, sino el de brindar “asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria a cargo del contratista consultor”. En consecuencia señaló que la sumas a cargo del contratista correspondían a la prima del contrato (dos mil millones de pesos) y a una anticipo por recaudo futuro (cinco mil millones de pesos). 

Respecto a la prima, la definió como un reconocimiento pecuniario “a título de recompensa por un logro, o una forma de tazar determinados beneficios, ordinariamente intangibles”. Precisó que el establecimiento contractual de una prima no está regulado por la Ley 80 de 1993, de tal manera que se sujeta a las normas civiles y comerciales y en consecuencia se encuentra sometido a la autonomía de la voluntad de las partes.

La cláusula sexta del contrato dispuso que la prima contemplada no sería reembolsable ni deducible de cualquier obligación que existiera o contrajera el distrito, lo cual desvirtúa la existencia de una operación de crédito. 

En relación con el anticipo a recaudo futuro consideró que “jurídicamente nada impide la incorporación de anticipos en los contratos estatales, no solo referidos a los que el Estado reconoce a favor del contratista, los cuales están delimitados en el parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993 (…), sino aquellos que en virtud de la naturaleza del contrato y sin que constituyan su objeto principal, el particular contratista reconoce a las entidades estatales para apoyar o aportar a la financiación de lo contratado.”. Con todo señaló que frente a la operación propuesta de reconocimiento del anticipo como garantía de gestión establecida en el contrato original, las opciones de saneamiento eran: de una parte, obtener la autorización del Ministerio de Hacienda si se reafirmaba que se trataba efectivamente de una operación de crédito o de otra, renunciar mutuamente a la aplicación de la cláusula como efectivamente lo decidieron las partes a través del contrato de transacción.”

2.1.2. Incompetencia 

La acusación del demandante se refiere a i) la supuesta incompetencia por indebida representación de las partes y ii) la presunta incompetencia por delegar en un particular funciones exclusivas del Estado. 

Para el demandado la indebida representación de las partes es una estrategia del demandante de tomar un hecho cierto que nada tiene que ver con el asunto central del litigio y presentarlo como si lo fuera. En relación con la supuesta incompetencia para delegar funciones exclusivas del Estado señaló que el contrato nunca pretendió delegar funciones tributarias como se evidencia a partir del contenido contractual y las decisiones judiciales pertinentes. 

2.1.3. Falsa motivación    

Las causales invocadas por el demandante refieren falsa motivación por i) haberse declarado nulo el acto en que se funda el contrato y ii) por modificarse en el contrato las condiciones establecidas en el pliego. 

La nulidad por falsa motivación se sustenta en la decisión judicial que se pronunció frente a la validez del Acuerdo 002 de 2000, sin embargo la providencia señalada solo declaró la invalidez de algunas expresiones utilizadas en el texto del Acuerdo, sin afectar su sentido y esencia.    

Respecto al cargo de falsa motivación derivada de los cambios contractuales el demandado insiste que el demandante desconoce la posibilidad de que las partes de común acuerdo, o la administración de manera unilateral pueda introducir variaciones a un contrato y que estas variaciones se formalicen mediante actos jurídicos en los cuales se expresen las razones y los fundamentos legales. 

2.1.4. Desviación de poder


Para el demandado no se encuentra acreditada la presunta intención de favorecer ilegalmente al contratista. 
2.1.5. Cargos contra el acta modificatoria del contrato de consultoría 

El demandado estima que la entidad demandante no demuestra la infracción de los supuestos normativos que invoca. Tampoco acredita la ausencia de competencia. 

Respecto a la falsa motivación señaló que la prosperidad del cargo está supeditada a la nulidad del contrato principal. En relación con la supuesta desviación de poder las cataloga como subjetivas. 

2.1.6. Cargos contra el contrato de transacción

Para el demandado, la parte actora no puede asegurar que el contrato de transacción identificado como SIP-CONS-001-2001 fue improbado en presencia de la providencia del 16 de mayo de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico en el expediente 08-001-23-31-02-2001-1715-00-2764-D. Tampoco acredita los supuestos según los cuales existe una violación de las normas que invoca.  

El demandante centra la impugnación por falta de competencia en un punto que no corresponde con la realidad del contrato de transacción, en tanto lo restringe al hecho de haberse declarado la falta de representación en proceso ejecutivo que no hace parte de la controversia suscitada en el presente evento. 

Por su parte el cargo de falsa motivación está supeditado a la nulidad del contrato principal. 
2.1.7 Cargos contra el acta aclaratoria 


El demandado señala que el cargo de nulidad por violación de normas superiores se encuentra desvirtuado con la providencia del Tribunal Administrativo del Atlántico que impartió aprobación al contrato de transacción, que a su vez hizo tránsito a cosa juzgada. 

3. LOS ALEGATOS

La parte demandante solicitó acceder a las pretensiones de la demanda y desestimar los argumentos expuestos por el demandado. Reiteró los argumentos de la demanda (f. 954 a 1014 c. ppal).  

La parte demandada insistió en los argumentos de defensa expuestos en la contestación de la demanda (fl. 1015 a 1053 c. ppal). 

El representante del Ministerio Público rindió concepto. Frente al caso concreto concluyó: 

(…) A manera de síntesis, podríamos manifestar que el sub-judice tiene como base el Acuerdo del Concejo de Barranquilla n.º 002 de 2000, que permitió la apertura de la licitación pública n.º GP 001 2000 y el posterior contrato de consultoría con la sociedad INVERSIONES LOS ANGELES LTDA., después de firmado se modifican unas cláusulas y luego es declarado como terminado de manera unilateral por parte de la Alcaldía, lo que provoca una demanda de carácter contractual, que desemboca en una transacción, que es aclarada posteriormente por las partes, dándose por terminado el proceso de esa manera, pero luego, en la fase de ejecución del contrato, la Alcaldía presenta demanda contractual con la finalidad de que se declare la nulidad del referido contrato, que es la demanda que ocupa ahora nuestra atención. 

Por lo tanto el presente estudio girará en torno a la legalidad del contrato de consultoría, el Acta modificatorio (sic) de éste de fecha diciembre 1 de 2000, la transacción del 19 de diciembre de 2001 y el acta aclaratoria de la misma. 

(…) 

Esta agencia del Ministerio Público procede a efectuar el correspondiente concepto, teniendo en cuenta que los cargos de la demanda en términos generales se refieren al objeto ilícito del contrato en los términos del art. 44 y siguientes de la Ley 80 de 1993 sobre las nulidades contractuales, así como las normas del Código Civil que regulan la materia. 

(…) 

Si bien es cierto que en el objeto del contrato de consultoría se inicia con la expresión “asesoría técnica” también lo es que el desarrollo de dicha asesoría implica una serie de actuaciones como la liquidación y facturación entre otras, que en la práctica desbordan el simple concepto de cualquier asesoría, además, siendo el contrato de consultoría, que a la luz del art. 32 de la Ley 80 de 1993 son aquellos que están referidos a la ejecución de proyectos de inversión, de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad de programas o proyectos específicos, asesoría técnica, coordinación, control o supervisión, gerencia de obras, de proyectos, dirección, programación y ejecución de diseños, planos, anteproyectos y proyectos, sin embargo observamos como el contrato suscrito entre el Distrito y la sociedad Inversiones Los Ángeles Ltda., dista de ser un contrato de consultoría, su realidad contractual nos lleva a concluir que se trata de un contrato en el que se ha conferido a un particular el ejercicio de una potestad tributaria que le es propia a la administración tributaria del Distrito de Barranquilla, violando de esa manera normas constitucionales y legales que prohíben tal delegación. 

(…) 

Por todo lo anteriormente expuesto, esta Agencia del Ministerio Público conceptúa que se debe acceder a las pretensiones de la demanda, declarando la nulidad por objeto ilícito del contrato de consultoría n.º GP-CM-CONS-001-2000, de acuerdo con los argumentos expuestos a lo largo de este memorial, y como consecuencia de ello, también se encuentra viciado de nulidad, el acta modificatorio (sic) del contrato de fecha diciembre 1 de 2000 al igual que la transacción del 19 de diciembre de 2001, por carecer de objeto y causa lícita, acto que además no reúne los requisitos para tener efecto de cosa juzgada y además por limitarse solamente al estudio de la forma y no del fondo, y por ende también, el acta aclaratoria de dicha transacción. (fl. 1054 a 1071 c. ppal)     
II. LA SENTENCIA APELADA

En sentencia proferida el 20 de noviembre de 2008, el Tribunal Administrativo del Atlántico resolvió: 

1º. Declárase la nulidad absoluta del contrato de consultoría n.º GP-CM-CONS-001-2000 celebrado el 29 de noviembre de 2000, entre el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda., por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

2º. Declárase la nulidad absoluta del Acta de Modificación del Contrato de Consultoría GP-CM-CONS-001-2000 de 1º de diciembre de 2000. 

3º. Declárase la nulidad absoluta del Contrato de Transacción SIP-CONS-001-2001 de 19 de diciembre de 2001. 

4º. Declárase la nulidad absoluta del acta aclaratoria del contrato de transacción suscrita el 15 de febrero de 2002. 

5º. Ordenase la liquidación inmediata del Contrato de Consultoría GP-CM-CONS-001-2000 de 29 de noviembre de 2000, en el estado en que se encuentre, de conformidad con los artículos 45 y 48 de la Ley 80 de 1993, y con la cláusula sexta, parte I, literal d) del contrato. 

6º. Abstiénese de condenar en costas a la sociedad demandada. 

7º. Notifíquese personalmente al respectivo Procurador Delegado ante este tribunal. (fl. 1114 a 115 c. ppal.)  
El Tribunal a quo abordó el estudio de la excepción de cosa juzgada formulada por la parte demandada, frente a la cual concluyó: 

En el sub júdice analizando las providencias que ha señalado la demandada, y revisando las pruebas documentales que obran en el plenario, es evidente que no existe la conjunción de las tres identidades (identidad de objeto, sujeto y causa) al tratarse de acciones de naturaleza y con pretensiones distintas a la de la presente acción, de tal manera que en el primer fallo lo que se perseguía era la nulidad de unas resoluciones expedidas por la Administración Distrital de Barranquilla, sin que se estudiara el objeto del contrato y en el segundo caso se estudió la validez de un acuerdo de autorizaciones pero no conoció sobre el objeto del contrato demandado en este proceso. En tal virtud, esta excepción no está llamada a prosperar.

Analizó los cargos de nulidad propuestos por la parte demandante. Frente a la existencia de objeto ilícito en el contrato de consultoría n.º GP-CM-CONS-001-2000, consideró a partir de la normas que regulan la autonomía fiscal de las entidades territoriales, la facultad de recaudo y administración de los tributos locales y el objeto del contrato de consultoría materia de análisis, lo siguiente:   

(..) aparece patente que el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla entregó al contratista particular las actividades de gestión tributaria (“la coordinación integral de la gestión tributaria”), procedimientos tributarios que, como anteriormente anotó la sala son de exclusivo deber de la Administración (“procesamiento, revisión, fiscalización, programación, aforo, citaciones, liquidaciones, facturación, gestión para la recuperación de la cartera y para el aumento de los recaudos de los impuestos distritales”) e igualmente la facultad del cobro coactivo, figura de carácter especial, que tiene por tanto una reglamentación limitada al ser de orden público, de interpretación restrictiva y concedida por la ley a expresos funcionarios.

Aparece por tanto palmario que la intención del contrato, y por ende de la parte contratante (Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla), fue ceder precisamente aquellas funciones administrativas tributarias que son exclusivamente del resorte estatal y en tal medida resulta violatorio de normas jurídicas superiores. 

Por otra parte, frente al cargo de ilicitud derivado de la declaración parcial de invalidez del Acuerdo 02 del 2000 que autorizó al señor alcalde la apertura de la licitación para la contratación, la sala advierte que el objeto del contrato estaba repetido en el acuerdo y que las expresiones que fueron declaradas inválidas mediante la sentencia de 16 de octubre de 2001 dejan sin sustento la mayoría del objeto del contrato suscrito el 29 de noviembre de 2000. Este tribunal en ese pronunciamiento decretó la invalidez de las siguientes expresiones del Acuerdo: 

-“que ordene la apertura de la licitación pública tendiente a”

-“hasta por 20 años”

-“y todo lo que ello implica como fiscalización, revisión y liquidaciones de aforo, citaciones, facturación obligatoria a contribuyentes que pertenecen al régimen simplificado, en general la organización, operación y ejecución total del manejo de todo lo concerniente a impuestos adjudicados en la licitación.” 

Por tanto, el objeto del contrato suscrito solamente podía versar sobre la modernización de la gestión tributaria, pues el fallo indicó que cualquier otra función podría implicar la entrega de funciones administrativas propias y exclusivas de la Administración Pública. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley 80 de 1993, el Tribunal advirtió que en el presente caso se configuró la nulidad absoluta derivada del objeto ilícito del contrato de consultoría, la cual no puede ser saneada por las partes intervinientes. 

Frente a la nulidad invocada por la parte demandante, de las actas modificatorias consideró: 

Analizado el material probatorio que milita en el expediente, observa la sala que el contrato de Consultoría No. GP-CM-CONS-001-2000 de 29 de noviembre de 2000, fue modificado posteriormente por varios actos, a saber: El primero, por el "acta modificatoria" de 1º de diciembre de 2000, por medio de la cual se dio suspensión al "pago de la prima para acceder al contrato"; el segundo, por el "Contrato de Transacción SIP-CONS-001-2001", de 19 diciembre de 2001, que modificó sustancialmente el objeto del contrato inicial; y, el tercero, el acuerdo denominado "Estructura Integral que regirá el contrato GPCM-CONS-001-2000..." por medio del cual se compilaron las disposiciones contenidas en los documentos antes señalados, aportado por la sociedad demandada Métodos y Sistemas S.A., y posteriormente por el Distrito de Barranquilla al ser requerido por este tribunal. Sin embargo, al tratarse de una sola relación negocial, cualquier acto posterior modificatorio del Contrato Consultoría No. GP-CM-CONS-001-2000 de 29 de noviembre de 2000, no tiene la posibilidad jurídica de enervar la causal de nulidad absoluta derivada del objeto ilícito, ya que configurada, no es posible sanearse por voluntad de las partes, como atrás se dijo, quedando clara la declaratoria de nulidad absoluta que se hará adelante. 

Sobre el tema de la modificación de los contratos estatales, y evidenciando que en el caso en estudio las reformas introducidas intentaron variar esencialmente el contrato que de por sí afectado de nulidad absoluta, es de advertir que a la luz del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, tales modificaciones son igualmente ilegales, por vulnerar los procedimientos legalmente establecidos y obligatorios para los funcionarios en la selección de los contratistas, y por tanto también resultaron afectados de nulidad absoluta, de conformidad con el numeral 2 del artículo 44 de la Ley 80 de 1993. (f. 1074 a 1115 c. ppal. 2).            
I. SEGUNDA INSTANCIA

1. RECURSO DE APELACIÓN

Inconforme con la decisión de primera instancia, la parte demandada formuló recurso de apelación
. 

Los cargos de impugnación se sintetizan a continuación: 

· Las circunstancias de nulidad y violación al debido proceso en que se dictó la sentencia apelada. El artículo 154 del C.P.C. señala que en caso de impedimento o recusación, el proceso se deberá suspender hasta cuando hayan sido resueltos. Igualmente constituye causal de nulidad procesal, adelantar el proceso después de ocurrida alguna de las causales de suspensión del mismo (art. 140 C.P.C.). 

El apelante afirma que desde el momento en que se presentó la recusación y la solicitud de cambio de radicación del proceso, debió suspenderse.  

· El Tribunal Administrativo del Atlántico dio lugar a diferentes situaciones constitutivas de vía de hecho, que describe como i) el desconocimiento de la orden legal de suspender el proceso frente a una solicitud de impedimento, ii) dictar sentencia sin tener en cuenta ni considerar documentos para esclarecer el fondo del asunto, iii) decidir sobre la nulidad de un contrato suscrito en el año 2000 sin observar todo un conjunto probatorio de modificaciones, correcciones, certificaciones de control fiscal, revisiones administrativas y decisiones judiciales producidas hasta el 25 de enero de 2006, así como el hecho del desarrollo normal y lícito de dicha relación contractual, y iv) declarar ilegal un contrato de transacción después de haberlo aprobado y declarado ajustado a derecho, sin explicación. 

· El a quo abordó el tema de la indelegabilidad de las funciones tributarias sin observar la realidad procesal y contractual del caso en cuestión. 

a. La presunta cesión de función tributaria fue refutada con la decisión del 4 de octubre de 2001, dentro del expediente n.º 2000-3003-00, al resolver la validez del Acuerdo n.º 002 de 2000. El Tribunal Administrativo del Atlántico consideró que la autorización para contratar la modernización de la gestión de recaudos de tributos distritales no implicaba transferir, delegar o conceder a un particular la función de la administración tributaria. Con ocasión de esta providencia judicial, las partes suscribieron el 19 de diciembre de 2001, el contrato de transacción para adecuar el contrato a las orientaciones judiciales.

Con el pronunciamiento del Tribunal, al analizar la validez del Acuerdo 002 de 2000, se avaló la conducta de las partes de ajustar su relación contractual a las orientaciones de la autoridad judicial, hasta el punto, que posteriormente, al suscribirse un contrato de transacción que recogiera todo lo definido, el mismo Tribunal lo declaró también ajustado a derecho. 

b. La autorización dada al contratista se limitó a la implementación de sistemas y modernización de los recaudos y procedimientos tributarios, nunca a delegar facultad tributaria.

c. La coordinación integral de la gestión tributaria no implica la cesión de la función tributaria. Esta conclusión resulta coincidente con la intención de las partes plasmada en el objeto de contrato de consultoría, aclarado en el contrato de transacción.       
c. Frente a la consideración expuesta por el Tribunal según la cual, cualquier acto posterior modificatorio del contrato de consultoría no tiene la posibilidad de enervar la causal de nulidad absoluta derivada de objeto ilícito, el apelante indica que no es coincidente con la posibilidad contemplada por la Ley 80 de 1993, de modificar un contrato después de firmado. Con esta consideración, el a quo desconoció: 

i) Que la administración distrital declaró la terminación unilateral del contrato mediante resoluciones 118 de 28 de febrero de 2001, 132 de 9 de marzo de 2001 y 269 del 17 de mayo de 2001. 

ii) Dentro del proceso judicial iniciado por el contratista en el que reclamó la nulidad de las resoluciones de terminación unilateral, el tribunal declaró la suspensión provisional de estos actos (expediente n.º 08-001-23-31-02-2001-1715-2764-D). 

iii) Mediante providencia proferida el 16 de mayo de 2002, el tribunal aprobó el contrato de transacción SIP-CONS-001-2001 suscrito por el Distrito de Barranquilla con las sociedades Inversiones Los Ángeles limitada y la Unión Temporal Métodos y Sistemas para transigir las diferencias suscitadas con la ejecución del contrato de consultoría. 

iv) Como efecto de la acción contractual presentada por el contratista y del contrato de transacción, la alcaldía distrital de Barranquilla profirió la resolución n.º 0030 del 10 de enero de 2002, por medio de la cual decidió revocar en todas sus partes las resoluciones nº. 118, 132 y 269 de 2001, que en su momento dieron por terminado el contrato de consultoría. 

v) En virtud del control excepcional, la Contraloría General de la República rindió informe final n. º 8811 del 13 de diciembre de 2005, sobre la actuación contractual adelantada por el Distrito dentro del concurso público de mérito GP-001 de 2000 y del contrato de consultoría n.º GP-CM-CONS-001-2000, en donde concluyó que el proceso no presentó vicios de fondo o de forma que lo afecten o invaliden. 

vi) En cumplimiento del plan de mejoramiento determinado por la Contraloría, el 25 de enero de 2006, las partes contratantes suscribieron el documento “Estructura Integral” que reguló, compiló, ajustó y dio alcance al contrato de consultoría, a sus actas modificatorias y aclaratorias y su transacción, documento al que las partes le dieron fuerza vinculante.  
vii) En providencia del 23 de enero de 2008, dentro del trámite de acción popular interpuesta por Luz Ángela Rosales contra el Distrito de Barranquilla (expediente n.º 2003-00586-00-JR), el Tribunal Administrativo del Atlántico declaró de oficio la excepción de cosa juzgada con respecto a la transacción y a la cesión del contrato de consultoría.    

d. Acerca de la nulidad del contrato de transacción el apelante estimó que i) el Tribunal del Atlántico mediante providencia de 16 de mayo de 2002, impartió su aprobación con efectos de cosa juzgada (expediente 08-001-23-31-02-2001-1715-00-2764-D). ii) Si se discutiera la nulidad absoluta del contrato de transacción habría operado la caducidad de esta pretensión. iii) En decisión del 23 de enero de 2008, el Tribunal del Atlántico declaró que la mencionada aprobación hizo tránsito a cosa juzgada (expediente 08001-23-31-003-2003-00586-00).  
2. LOS ALEGATOS

La parte demandante presentó escrito de alegatos en el que reiteró los argumentos expuestos en primera instancia, además de formular apelación adhesiva con el propósito de que además de las razones que advirtió el tribunal a quo para declarar la nulidad absoluta del contrato de consultoría se tengan en cuenta otras distintas que conducen a la misma decisión de invalidez (f.1422 a 1431, c. segunda instancia).

La parte demandada presentó alegatos de conclusión en donde insistió en las razones expuestas en el recurso de apelación (fl. 1387 a 1410 c. ppal., fls. 1463 a 1489 c. ppal.)   

II. CONSIDERACIONES 

1. PRESUPUESTOS PROCESALES 

1.1. La jurisdicción, competencia y acción procedente

1.1.1. En tanto uno de los extremos de la controversia es el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla
, es esta la jurisdicción a la cual le corresponde asumir el presente asunto, con independencia del régimen jurídico al que esté sometido el contrato objeto de estudio.  

1.1.2. Ahora, la Corporación es competente para conocer del mismo, toda vez que el numeral 1º del artículo 129 del Código Contencioso Administrativo le asignaba el conocimiento en segunda instancia, entre otros asuntos, de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por parte de los Tribunales Administrativos
. 

1.1.3. En los términos planteados por la parte demandante se abordarán las pretensiones, en tanto se ajustan a las que resultan admisibles de acuerdo con el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo
, a la acción de controversias contractuales, no obstante, corresponde a la Sala determinar su prosperidad al resolver el fondo del asunto.  

1.2. La legitimación en la causa 

Las partes se encuentran legitimadas, toda vez que son extremos de la relación contractual en estudio. La demandada sociedad Métodos y Sistemas S.A., en su condición de actual cesionaria del contrato
.  

1.3. La caducidad 

La entidad demandante pretende la nulidad absoluta del contrato de consultoría n.º GP-CM-CONS-001-2000 del 29 de noviembre de 2000, del acta modificatoria, del contrato de transacción SIP-CONS-001-2001 suscrito el 19 de diciembre de 2001, del acta aclaratoria del contrato de transacción. Como consecuencia de la nulidad reclama la liquidación del contrato en los términos fijados por los artículos 45 y 48 de la Ley 80 de 1993 y el reconocimiento pecuniario a favor de la sociedad Métodos y Sistemas S.A. por las prestaciones ejecutadas hasta el momento de la declaratoria de nulidad. 

En consideración a las pretensiones formuladas por la parte actora, se tiene que el literal e) del numeral 10 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo dispone que la nulidad absoluta del contrato podrá pedirse dentro de los dos años siguientes a su perfeccionamiento, o hasta cinco años si la ejecución se prolonga más allá del bienio. En el caso particular, la demanda de nulidad absoluta recayó sobre contrato de consultoría celebrado por el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda., cuya vigencia se pactó en veinte (20) años contados a partir de la fecha de su perfeccionamiento y legalización (Cláusula tercera fl. 169 c. ppal. 1). 

En esos términos, como el contrato se suscribió el 29 de noviembre de 2000 y la demanda se presentó el 19 de agosto de 2003 (fl. 56 vto.), es claro que se presentó dentro del término legal, que igualmente cobija el periodo requerido para reclamar la nulidad del acta modificatoria firmada el 1º de diciembre de 2000 (fl. 178 a 181 c. ppal. 1). 

Habiéndose suscrito los demás actos jurídicos cuya nulidad persigue la parte demandante, con posterioridad al contrato de consultoría, fuerza concluir que la demanda se formuló dentro de los dos años contados a partir de su perfeccionamiento
. 

2. EL PROBLEMA JURÍDICO

Corresponde a la Sala determinar si prosperan los cargos de apelación presentados por la sociedad demandada que en su orden indican: i) la presunta configuración de nulidad procesal que impedía proferir sentencia, ii) la sentencia de primera instancia constitutiva de vía de hecho, ii) la ausencia de objeto ilícito como causal de nulidad absoluta del contrato de consultoría, iii) la posibilidad de saneamiento de la nulidad por actos posteriores de las partes.  

Por su parte, el argumento de apelación adhesiva de la entidad demandante con el propósito de que además de las razones que advirtió el tribunal a quo para declarar la nulidad absoluta del contrato de consultoría se tengan en cuenta otras distintas que conducen a la misma decisión de invalidez.

3. De la nulidad procesal  

El apelante estima que era procedente suspender el proceso hasta cuando se hubiere decidido una solicitud de cambio de radicación y la recusación que en contra de algunos de los magistrados integrantes de la Sala de Decisión formuló el actor; sin embargo el a quo profirió la sentencia de primera instancia en grave afectación del debido proceso por encontrarse configurada causal de nulidad procesal. 

Como causal de nulidad, invoca la contenida en el numeral quinto del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, según la cual el proceso es nulo cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales legales de interrupción o de suspensión, o si en estos casos se reanuda antes de la oportunidad debida. 

En el sub judice el apelante considera que el a quo inobservó el artículo 154 del C. de P.C., disposición normativa que impone la suspensión del proceso durante el trámite de recusación, es decir, desde que se reciba en la secretaría el escrito de la recusación, hasta cuando haya sido resuelto
.
Para resolver el cargo de apelación expuesto por la sociedad demandada, deberá verificarse por la Sala si se halla configurada la causal de nulidad procesal alegada. En consecuencia, es preciso verificar la actuación en los aspectos que resultan relevantes a la nulidad invocada: 

· De acuerdo con el informe secretarial obrante en el plenario, el 10 de noviembre de 2008, el expediente ingresó al despacho del magistrado ponente del Tribunal de primera instancia para proferir el fallo respectivo, luego de agotada la etapa correspondiente para que las partes alegaran de conclusión (fl. 1072 c. ppal.). 

·  Mediante sentencia del 20 de noviembre de 2008, el Tribunal Administrativo del Atlántico resolvió el fondo de la controversia accediendo a las pretensiones de la demanda (fl. 1074 a 1115 c. ppal.).    

·  En memorial radicado el 28 de noviembre de 2008, el apoderado de la parte demandada presentó la solicitud que a continuación se transcribe: 

1º.-) Que el Tribunal Administrativo del Atlántico en los términos de los artículos 160A y 160B del Código Contencioso Administrativo considere el impedimento en que pudieren encontrarse los Magistrados Hernando Duarte Chinchilla y Luis Carlos Martelo Maldonado, que conforman la Sala alfabética para la definición de este proceso, tal como se fundamentará posteriormente y guardando el precedente de ese Tribunal expresado en otras decisiones para situaciones similares, como el que se expresó en el Auto del 28 de julio de 2008 (Exp. N.º 2003-02463-00-C); y, 

2º.-) Que se disponga el CAMBIO DE RADICACIÓN DEL PROCESO en los términos previstos por los artículos 267 del Código Administrativo, 4 y 5 del Código de Procedimiento Civil y 85 a 88 (noción y trámite) del Código de Procedimiento Penal en concordancia con el artículo 29 constitucional. (fl. 1122 a 1127 c. ppal. 2) 

· El 4 de diciembre de 2008, el magistrado Ángel Hernández Cano manifestó su salvamento de voto respecto a la sentencia proferida por la Sala mayoritaria el 20 de noviembre del mismo año (fl. 1116 a 1118 c. ppal. 2).

· La sentencia de primera instancia se notificó mediante edicto fijado el 9 de diciembre hasta el 11 de diciembre de 2008 (fl. 1119 c. ppal.). 

· En escrito radicado el 10 de diciembre de 2008, el apoderado de la sociedad demandada formuló recurso de apelación contra el fallo proferido por el Tribunal Administrativo del Atlántico, en el que puso de presente a su vez de la posible nulidad procesal y violación al debido proceso que surgió con ocasión de la sentencia de primera instancia (fl. 1194 a 1213 c. ppal. 2). 

· Por su parte, el apoderado de la entidad demandante, en escrito radicado el 18 de diciembre de 2008, recusó al magistrado Ángel Hernández Cano “para conocer y decidir sobre las actuaciones pendientes dentro del proceso de la referencia” (fl. 1218 a 1220 c. ppal.). 

· El 25 de febrero de 2009, el expediente ingresó al despacho ponente del Tribunal Administrativo del Atlántico para resolver la solicitud del apoderado de la parte demandada “de considerar el impedimento en que pudieran encontrarse los Magistrados Hernando Duarte Chinchilla y Luis Carlos Martelo Maldonado, que conforman la sala alfabética para la definición de este proceso” y la recusación formulada por el apoderado de la entidad demandante contra el magistrado Ángel Hernández Cano. Además se informó del recurso de apelación instaurado por la sociedad demandada contra la sentencia proferida el 20 de noviembre de 2008 (fl. 1353 c. ppal. 2).    

· En auto del 2 de marzo de 2009, el magistrado Hernando Duarte Chinchilla no aceptó la recusación formulada en su contra y a su vez dispuso poner en conocimiento de los demás magistrados integrantes de la Sala las recusaciones que se manifestaron para que respectivamente exteriorizaran su aceptación o rechazo (fl. 1354 a 1356 c. ppal. 2).   
· A través de auto del 15 de abril de 2009, el magistrado Ángel Hernández Cano no aceptó la recusación presentada por la parte accionante (fl. 1358 a 1361 c. ppal. 2).  El magistrado Luis Carlos Martelo Maldonado en providencia del 28 de abril de 2009, rechazó los hechos sobre los cuales se sustentó la causal de recusación invocada (fl. 1363 a 1364 c. ppal.).

· En providencia del 30 de abril de 2009 se remitió el proceso a los magistrados pertenecientes a la subsiguiente Sala alfabética, para que con integración de los miembros correspondientes, decidiera sobre las recusaciones presentadas (fl. 1366 c. ppal. 2).  

· Mediante auto del 25 de junio de 2009, la sala subsiguiente del Tribunal Administrativo del Atlántico declaró no probada causal alguna de recusación en que pudieran haber incurrido los magistrados Hernando Duarte Chinchilla, Luis Carlos Martelo Maldonado y Ángel Hernández Cano, a su vez, rechazó de plano el escrito de recusación presentado por el apoderado de la sociedad demandada (fl.1368 a 1374 c. ppal. 2). 

· En auto del 24 de julio de 2009, el a quo concedió el recurso de apelación interpuesto oportunamente por la sociedad demandada contra la sentencia proferida el 20 de noviembre de 2008 (fl. 1377 c. ppal. 2).      

Del anterior recuento, la Sala observa que el 20 de noviembre de 2008, el Tribunal a quo resolvió de fondo el litigio. A su vez, para la fecha en que la demandada comunicó el presunto impedimento de los magistrados Hernando Duarte Chinchilla y Luis Carlos Martelo Maldonado, integrantes de la Sala de Decisión del Tribunal Administrativo del Atlántico, a cuyo cargo estaba la decisión de fondo de la controversia puesta a consideración, así como la solicitud del cambio de radicación el expediente se encontraba al despacho para proferir el correspondiente fallo. 

Igualmente se acredita que la actuación posterior a esta solicitud fue la notificación de la sentencia que por secretaría se efectuó. Posteriormente, ingresó el expediente al despacho el 25 de febrero de 2009, para resolver las siguientes solicitudes presentadas por las partes: i) la solicitud del apoderado de la parte demandada “de considerar el impedimento en que pudieran encontrarse los Magistrados Hernando Duarte Chinchilla y Luis Carlos Martelo Maldonado, que conforman la sala alfabética para la definición de este proceso” ii) la recusación formulada por el apoderado de la entidad demandante contra el magistrado Ángel Hernández Cano y, iii) el recurso de apelación instaurado por la sociedad demandada contra la sentencia proferida el 20 de noviembre de 2008 (fl. 1353 c. ppal. 2). 

La Sala advierte que en su orden se impartió el trámite pertinente a las recusaciones formuladas tanto por la parte demandada como por la entidad demandante, en contra de los magistrados integrantes de la Sala de Decisión y una vez se encontraron infundadas, se concedió el recurso de apelación formulado contra la sentencia de primera instancia. 

Conviene precisar, que la causal de nulidad invocada por el apelante no se encuentra configurada, en la medida que el fallo de primera instancia se profirió antes de la recusación formulada por la parte demandada y el despacho instructor no encaminó actuación distinta al trámite de la recusación, una vez ingresó el expediente con posterioridad a la expedición de la sentencia. 

Así las cosas, el artículo 154 del C. P. C. no fue desacatado por el a quo, en tanto, una vez se comunicó al despacho de la recusación presentada, exclusivamente se dio trámite a la misma hasta que fue resuelta. Bajo este análisis, no se configura la causal de nulidad propuesta por la parte demandada. 

En consecuencia, no encontrándose vicio que afecte la actuación procesal hasta aquí agotada, la Sala resolverá los demás cargos de apelación formulados por las partes. 

4. Del régimen aplicable al contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000

La Sala precisa que el contrato GP-CM-CONS-001-2000 suscrito el 29 de noviembre de 2000, está sometido a las previsiones de la Ley 80 de 1993, aplicable a los contratos celebrados por el Distrito, pues respecto de este no se verifica la aplicación de alguna excepción.

5. De los hechos probados

Es dable aclarar que las pruebas que aquí se citan y analizan fueron aportadas y decretadas en las oportunidades procesales correspondientes. 

La Sala encuentra que algunos documentos obran en el expediente en original o en copia autorizada por funcionario competente, los cuales se tienen como pruebas válidas en los términos de los artículos 252 y 254 del Código de Procedimiento Civil. En relación con los documentos aportados en copia simple se tendrá en cuenta el criterio acogido por la Sección Tercera en Sentencia de Unificación proferida el 28 de agosto de 2013
, para otorgarles pleno valor probatorio, en tanto fueron integrados a la actuación procesal en la oportunidad correspondiente, y respecto de los mismos se posibilitó la contradicción en cabeza de las partes. 

5.1. Mediante Decreto n.º 522 del 16 de octubre de 1998, el Alcalde Mayor de Barranquilla delegó en el gerente de proyectos de inversión, las facultades para celebrar en nombre del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, los contratos estatales de obra, consultoría, interventoría, prestación de servicios, concesión, encargos fiduciarios y fiducia pública, definidos en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993 (fl. 486 c. ppal.). 

5.2. El 31 de mayo de 2000, el Concejo Distrital de Barranquilla mediante Acuerdo 002 impartió autorización al Alcalde Distrital, con el propósito que se cita a continuación: 

EL CONCEJO DISTRITAL DE BARRANQUILLA 
En uso de sus atribuciones legales, y en especial las contenidas en el artículo 313 de la Constitución Nacional, la Ley 136 de1994. 
ACUERDA  
 
ARTICULO PRIMERO: Autorízase al Alcalde Distrital de Barranquilla para que ordene la apertura de la licitación pública tendiente a la contratación, hasta por veinte años (20) de la modernización de la gestión de recaudos de tributos Distritales y todo lo que ella implica, como fiscalización, revisión y liquidaciones de aforo, citaciones, facturación obligatoria a los contribuyentes que pertenecen al Régimen Simplificado, en general la  operación y ejecución total del manejo de todo lo concerniente a los impuestos adjudicados en la licitación. 
ARTICULO SEGUNDO: Autorízase al Alcalde Distrital de Barranquilla, para realizar apropiaciones, traslados y/o adiciones presupuestales para el cumplimiento de esta autorización. 
ARTICULO TERCERO: Autorízase al Alcalde de Barranquilla a suscribir los documentos que se deriven de la autorización concedida en el artículo primero de este Acuerdo. 

ARTICULO CUARTO: El presente Acuerdo rige a partir de su sanción y publicación. (fl. 58 a 59 c. ppal.)
5.3. En el mes de septiembre del año 2000, la Alcaldía Distrital de Barranquilla dio apertura al concurso n.º GP-001-2000 para la “asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria a cargo del contratista consultor y en desarrollo de esa asesoría deberá realizar las actividades que de ella implique: procesamiento, revisión, fiscalización, programación, aforo, citaciones, liquidaciones, facturación, gestión para la recuperación de la cartera y para el aumento de los recaudos de los impuestos distritales, entre estos, predial unificado, industria y comercio, avisos y tableros y demás impuestos distritales e impuestos varios controlando la evasión y elusión con el fin de generar beneficios para los contribuyentes y el Distrito de Barranquilla a través de una permanente modernización tecnológica” (fl. 60 a 160 c. ppal.) 

5.4. El 29 de noviembre de 2000, el Gerente de Proyecto de Inversión Distrital de la Alcaldía Distrital de Barranquilla y el representante legal de Inversiones Los Ángeles Ltda., celebraron contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, con objeto y condiciones del siguiente tenor: 

Cláusula primera.- Objeto. El presente contrato de consultoría tiene por objeto la asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria a cargo del contratista consultor y en desarrollo de esa asesoría deberá realizar las actividades que de ella implique: procesamiento, revisión, fiscalización, programación, aforo, citaciones, liquidaciones, facturación, gestión para la recuperación de la cartera y para el aumento de los recaudos de los impuestos distritales, entre estos predial unificado, industria y comercio, avisos y tableros y demás impuestos distritales e impuestos varios que se relacionan en el anexo nº. 1 del presente contrato, controlando la evasión y elusión con el fin de generar beneficios para los contribuyentes y el distrito de Barranquilla a través de una permanente modernización tecnológica. Parágrafo: La ejecución del objeto del presente contrato se sujetará a lo estipulado en los términos de referencia del concurso de méritos n.º G.P.C.M. 001 del 2.000 y a la propuesta presentada por el concursante favorecido concordante con el acta de negociación suscrita entre las partes, instrucción irrevocable de pago, documentos estos que constituyen parte integral del presente contrato así como los indicados en la cláusula vigésima tercera. CLÁUSULA SEGUNDA.- VALOR DEL CONTRATO Y FORMA DE PAGO. El Distrito de Barranquilla cancelará al contratista como contraprestación a la ejecución del objeto del presente contrato los siguientes conceptos y porcentajes a describir:  

a) Por generar y repartir la facturación un 3.5% sobre -el valor recaudado de los impuestos ordinarios mencionados en los considerandos del presente documento por parte de la fiduciaria que mantiene un contrato de Fiducia Mercantil vigente y/o La entidad que administre las rentas distritales durante todo el tiempo de vigencia del contrato de consultoría.

b) Por colocar toda la infraestructura del software, hardware y comunicaciones necesaria para llevar a cabo con éxito las tareas contratadas un 5% sobre el valor recaudado de los impuestos ordinarios mencionados en los considerandos del presente documento por parte de la fiduciaria que administra y maneja los recursos materia del contrato de Fiducia Mercantil celebrado con el Distrito, el cual se encuentra vigente y/o la entidad que administre las rentas distritales durante todo el tiempo de vigencia del contrato de consultoría. 

c) Por ingresos a través del control de Evasión y Elusión de los impuestos distritales de Predial Unificado, Industria y Comercio, Avisos y Tableros y demás Impuestos Distritales un 15% del valor recaudado de las cuentas que para efecto tiene la fiduciaria que administra y maneja los recursos materia del contrato de Fiducia Mercantil celebrado con el Distrito, el cual se encuentra vigente y/o la entidad que administre las rentas distritales durante todo el tiempo de vigencia del contrato de consultoría, previa liquidación de mayores valores recaudados por parte de la Secretaría de Hacienda Distrital. 

d) Por gestión de cobro en el procedimiento de cobro coactivo un 15% del valor recaudado en las cuentas que para este efecto tiene la fiduciaria que administra y maneja los recursos materia del contrato de Fiducia Mercantil celebrado con el distrito, el cual se encuentra vigente, y/o la entidad que administre las rentas distritales durante todo el tiempo de vigencia del contrato de consultoría previa liquidación de mayores valores recaudados por parte de la Secretaria de Hacienda Distrital. 

e) Por concepto de Auditoría de Sistemas para garantizar la confiabilidad e integridad de los sistemas de información y de la base de datos un 0.7% resultantes de los valores recaudados en los conceptos por parte de la fiduciaria encargada, y/o La entidad que de administre las rentas distritales durante todo el tiempo de vigencia del contrato de consultoría. El contratista, INVERSIONES LOS ANGELES LTDA, cancelará a la auditoría este valor en los mismos porcentajes y plazos que el Distrito de Barranquilla, a través de la fiduciaria le cancele por este concepto, previa presentación de la cuenta de cobro aprobada por la Gerencia de Proyectos de Inversión Distrital. 

f) En todo caso, los porcentajes anteriores no son acumulables, sino pagaderos a la gestión del recaudo, por lo que el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla cancelará al Contratista el 9,2% del total de los recaudos de los impuestos ordinarios; o un 15% de los recaudos de la cartera morosa de los Impuestos Distritales por gestión en el procedimiento de cobro coactivo, previa certificación de la Secretaría de Hacienda Distrital del ingreso de dichos recursos o un 15% por el valor recaudado por concepto del control de Evasión y Elusión de los Impuestos Distritales, previa certificación de la Secretaría de Hacienda Distrital del ingreso de dichos recursos. Así mismo garantiza que el mínimo de honorarios a cancelar en el primer año es de seis mil millones de pesos m/l ($6.000.000.000.00) que se incrementará anualmente durante el término de ejecución el (sic) contrato por acuerdo entre las partes para lo cual se levantará la respectiva acta. Las anualidades se entenderán iniciadas a partir de la fecha de la suscripción del contrato. Así mismo el Distrito asumirá los pagos en caso de insuficiencia de recursos en el fideicomiso. 

g) Para la prima de siete mil millones de pesos m/l ($7.000.000.000.00), entregada por el contratista para acceder al contrato de consultoría n.º GP-CM-CONS-001-2000 se autorizó, mediante el acta de desembolso de fecha 15 de noviembre del 2000, al contratista a deducir del valor a cancelar la suma de cinco mil millones de ($5.000.000.000.00) pesos M/L, por consiguiente el Distrito de Barranquilla reconoce y ordena reembolsar al contratista INVERSIONES LOS ANGELES LTDA, hasta la suma de cinco mil millones de pesos m/l (5.000.000.000.00), los cuales serán cancelados por el Distrito en cuotas trimestrales indexadas durante los próximos cinco (5) años, para este efecto el contratista entregará las fechas y la proyección de cuotas a cancelar a la Fiduciaria La Previsora S.A. y/o la entidad que administre las rentas distritales durante todo el tiempo de vigencia del contrato de consultoría. Los dos mil millones de pesos m/l ($2.000.000.000.00) restantes no serán reembolsables ni deducibles de cualquier obligación que contraiga el Distrito con el Contratista. Para el pago de las cuotas trimestrales la fiduciaria debe cancelar puntualmente a INVERSIONES LOS ÁNGELES LTDA, o a la entidad que esta empresa autorice que se le haga el pago, el valor correspondiente a cada vencimiento. El acta mencionada hace parte integral del presente contrato.

h) Para efectos de la cancelación de los valores descritos en ésta cláusula, el Distrito de Barranquilla apropiará los porcentajes mencionados en este punto, en los presupuestos durante el término del contrato de consultoría, que es de 20 años, una vez agotada la reserva presupuestal mencionada el Distrito hará la respectiva provisión necesaria para garantizar el pago del saldo del presente contrato. Este dinero resultante de los porcentajes establecidos de los ingresos mensuales, se entregará a INVERSIONES LOS ANGELES LTDA., dentro de los primeros diez (10) días de cada mes, previa presentación de la respectiva factura adjuntando todos los requisitos que a continuación se detallan: Factura, Copia del contrato de consultoría, Copia de la reserva presupuestal, Copia del registro de compromiso presupuestal, Certificado de ingresos mensuales expedido por el auditor del contrato, Copia de la instrucción irrevocable y certificado de ingresos de la fiduciaria. El Distrito de Barranquilla ordenara irrevocablemente a la fiduciaria y/o la entidad que administre las Rentas Distritales durante todo el tiempo de vigencia del Contrato de Consultoría el pago de los porcentajes establecidos anteriormente a Inversiones los Ángeles Ltda., siempre y cuando se aumenten los ingresos anuales promedio del Distrito de Barranquilla, el valor mínimo estimado está en sesenta mil millones de pesos ($60.000.000.000.00) M/L. por año. En el evento en que los ingresos anuales del Distrito de Barranquilla estén por debajo del valor mínimo señalado anteriormente, se reunirán las partes con el fin de elaborar un anexo al presente contrato, a la instrucción irrevocable y los demás documentos que haga parte integral del presente documento. CLÁUSULA TERCERA.- PLAZO DE EJECUCIÓN Y TÉRMINO DEL CONTRATO. El plazo de ejecución, entendiéndose por este, el tiempo durante el cual el contratista consultor se compromete a prestar a entera satisfacción del Distrito la Consultoría objeto del presente contrato será de veinte (20) años, contados a partir de la suscripción del acta de iniciación. No obstante el contratista Consultor durante el término del contrato, deberá cumplir a cabalidad con la ejecución del objeto contractual, para lo cual la entidad Contratante supervisará anualmente su cumplimiento y excepcionalmente en cualquier momento, cuando a su sano criterio así lo disponga, para que se garantice la ejecución total del contrato. El término del contrato de consultoría a suscribirse por las partes es de veinte (20) años contados a partir de la fecha de su perfeccionamiento y legalización y contendrá el plazo de ejecución y cuatro meses más se utilizaran para efectos de liquidación del presente contrato. PARÁGRAFO: El plazo de implementación del software, hardware y redes es de doce (12) meses a partir de la firma del presente contrato. CLÁUSULA CUARTA.- SUSPENSIÓN DEL CONTRATO. El presente contrato solo podrá suspenderse en su ejecución, en los siguientes eventos: a.) cuando sobrevengan circunstancias que constituyan fuerza mayor o caso fortuito de conformidad con el artículo 64 del código civil. b) De común acuerdo entre las partes, siempre que con ello no se causen perjuicios al Distrito y/o el contratista, ni se deriven para estos mayores costos o menores ingresos, respectivamente, el término máximo de suspensión no será superior seis (6) meses durante toda la vigencia del contrato. Esta eventualidad de mutuo consentimiento se hará se hará constar en acta firmada por las partes. El tiempo de suspensión del contrato no se tendrá en cuenta para el cómputo del plazo extintivo del mismo. En los literales a y b se suscribirá un acta de suspensión que contendrá una descripción de los hechos que dan lugar o constituyen la fuerza mayor o caso fortuito, el término de la suspensión y el día en que se reanudará su ejecución. El acta de suspensión será suscrita por LA GERENCIA DE PROYECTOS DE INVERSION DISTRITAL, EL AUDITOR DE SISTEMAS y el CONTRATISTA. CLAUSULA QUINTA.- ALCANCE DEL OBJETO: El CONTRATISTA en desarrollo de la cláusula primera de éste instrumento, ejecutará el objeto del contrato de acuerdo con la propuesta presentada por este y negociada entre las partes, que hará parte integral del presente contrato de Consultoría y en concordancia, desde luego, con las estipulaciones y alcances de los términos de referencia del Concurso Público de Méritos GP.CM 001 de 2000. PARÁGRAFO: La ejecución del objeto del contrato a cargo del CONTRATISTA, no implica en absoluto operaciones de crédito público, como tampoco el recaudo, la Administración y manejo de los recursos que se generan por la captación de los Impuestos Distritales, mientras se encuentren vigentes contratos de encargo Fiduciarios y de Fiducia Mercantil, según el caso. Se entiende que estas modalidades de contratos celebrados con anterioridad al presente contrato de consultoría, continuarán vigentes en los términos convenidos por el Distrito con las sociedades Fiduciarias, hasta su terminación CLÁUSULA SEXTA.- OBLIGACIONES ESPECIALES DEL CONTRATISTA Y DEL DISTRITO. Constituyen obligaciones especiales del CONTRATISTA: Parte I- a) La contratación y responsabilidad laboral frente a todo el personal que vincule para la ejecución del contrato, entendiéndose que no surge para el DISTRITO, ninguna clase de vinculación o responsabilidad contractual respecto de ellos. b) La instalación del software propuesto dentro de los siguientes 90 días hábiles de haber recibido, verificado y autenticado ante notario de turno del círculo de Barranquilla de manera completa y total la respectiva base de datos de los impuestos aquí mencionados para lo cual se levantara un acta de entrega. c) El suministro u obtención de absolutamente todos los elementos de carácter técnicos indispensables para desarrollar de la mejor manera posible el objeto del presente contrato, así como la contratación del personal auxiliar necesario para la ejecución de las actividades que se deriven del mismo. d) El contratista deberá entregar al DISTRITO por concepto de anticipo a recaudos futuros y prima para acceder al contrato de la gestión tributaria y todo lo que ella implique la suma de siete mil millones de pesos m/c ($7.000.000.000.oo), de los cuales cinco mil millones de pesos m/c ($5.000.000.000.oo) serán cancelados de conformidad con lo estipulado en la cláusula segunda literal g del presente contrato. Los dos mil millones de pesos (2.000.000.000,oo) restantes corresponden a la prima para acceder al contrato, los cuales no son reembolsables ni deducibles de cualquier obligación que exista o contraiga el Distrito con el Contratista Consultor; esta suma se cancelará al Distrito de Barranquilla a la firma del presente contrato con cheque de gerencia o transferencia bancaria previo cumplimiento por parte del distrito de Barranquilla de los literales a, c, e, f, h, i de la parte II de la presente cláusula. e) Entregar oportunamente a la empresa que realice la auditoría de sistemas y durante el término del contrato la información que solicite. f) Las que se describen de la ejecución del objeto aquí contratado. PARTE II- En desarrollo del presente contrato EL DISTRITO asume las siguientes obligaciones: a) Emitir, tramitar y entregar al contratista debidamente notificada, aceptada y aprobada por la fiduciaria o la entidad que administre las rentas Distritales durante el término de la vigencia del presente contrato las instrucciones irrevocables de pago. b) Velar por la cancelación de los valores que resulten de conformidad con la cláusula segunda aquí expresada, c) Entregar al contratista las respectivas bases de datos completas y totales verificando y autenticando el contratista ante el notario de turno del círculo de Barranquilla de manera completa y total los impuestos aquí mencionados para lo cual se levantará un acta de entrega de cada una de las bases de datos de los impuestos Distritales entregadas, d) El Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla si por cualquier razón se acogiere a lo dispuesto por la Ley 550 de 1999, desde este momento garantiza al Contratista actuar conforme a lo establecido en el artículo 58 y demás disposiciones concordantes de la mencionada ley 550 de 1999 a fin de respetar e incluir en la reestructuración las cláusulas pactadas en el presente contrato. e) Apropiar el valor del presente contrato a los presupuestos a realizarse año por año durante el término del contrato de consultoría, que es de 20 años, insertando el valor fiscal del contrato más un porcentaje proyectado que es resultado de la mayor diferencia que llegare a obtener en lo facturado por Inversiones Los Ángeles Ltda. producto de los recaudos efectivos realizados. f) Entregar al contratista consultor el registro de compromiso presupuestal; g) Reconocer al contratista los porcentajes antes señalados en el evento en que se suscriban las actas de compensaciones, las amnistías y cualquier decisión que afecte los ingresos de dinero y cambios en la base de datos, dichas decisiones serán de común acuerdo entre el Distrito y el contratista, h) Entregar anualmente la respectiva reserva presupuestal; una vez agotada la reserva presupuestal mencionada, el Distrito hará la respectiva provisión necesaria para garantizar el pago del mayor valor durante la vigencia del presente contrato. i) Acta de desembolso, j) Las que se deriven en virtud del presente contrato (…) (fl. 164 a 175 c. ppal. 1).     

5.5. El 1º de diciembre de 2000, el gerente de proyectos de inversión del Distrito de Barranquilla y el representante de Inversiones Los Ángeles Ltda., suscribieron acta de modificación al contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, bajo las condiciones que a continuación se citan: 

PRIMERA: Las partes suscribieron con fecha 29 de noviembre de 2000 el contrato de consultoría No. GP-CM-CONS-001-2000 cuyo objeto es LA ASESORÍA TÉCNICA DE ADMINISTRACIÓN Y COORDINACIÓN INTEGRAL DE LA GESTION TRIBUTARIA A CARGO DEL CONTRATISTA CONSULTOR Y EN DESARROLLO DE ESA ASESORÍA DEBERA REALIZAR LAS ACTIVIDADES QUE DE ELLA IMPLIQUE:

PROCESAMIENTO, REVISIÓN, FISCALIZACIÓN, PROGRAMACIÓN, AFORO, CITACIONES, LIQUIDACIONES, FACTURACIÓN, GESTIÓN PARA LA RECUPERACIÓN DE LA CARTERA Y PARA EL AUMENTO DE LOS RECAUDOS DE LOS IMPUESTOS DISTRITALES, ENTRE ESTOS PREDIAL UNIFICADO, INDUSTRIA Y COMERCIO, AVISOS Y TABLEROS Y DEMAS IMPUESTOS DISTRITALES E IMPUESTOS VARIOS QUE SE RELACIONAN EN EL ANEXO No. 1 DEL PRESENTE CONTRATO, CONTROLANDO LA EVASIÓN Y ELUSIÓN CON EL FIN DE GENERAR BENEFICIOS PARA LOS CONTRIBUYENTES Y EL DISTRITO DE BARRANQUILLA A TRAVES DE UNA PERMANENTE MODERNIZACIÓN TECNOLÓGICA, previstas en los términos de referencia y el contrato. 

SEGUNDA: De conformidad con los términos de referencia y el contrato No. GPCM-CONS-001-2000 se gestionó por parte del Distrito de Barranquilla la notificación, aprobación y aceptación ante LA FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. de la instrucción irrevocable de pago, donde esta ordena de manera expresa la obligación de El Distrito de cancelar a INVERSIONES LOS ANGELES LTDA los porcentajes acordados y la suma estipulada en la cláusula segunda.

TERCERA: La FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A mediante oficios de fecha Noviembre 20 de 2000 remitido al Distrito de Barranquilla por la vicepresidencia Jurídica y la Presidencia hicieron observaciones a la instrucción irrevocable de pago en Io referente a la suma enunciada en literal G de la cláusula segunda y el literal D cláusula sexta parte l, documentos que hacen parte integral de la presente modificación. 

CUARTA: En vista de las observaciones mencionadas en el punto anterior La FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A elevó consulta ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público sobre lo referente en el contrato de consultoría celebrado entre el Distrito e Inversiones Los Ángeles Ltda., a lo cual manifestó lo siguiente “ … debe determinarse por parte de los organismos de control competentes la legalidad del contrato de consultoría celebrado por el Distrito de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda., dado que no es claro para este ministerio la naturaleza de la prima para acceder al contrato (subrayado fuera de texto) por valor de $7.000 millones de pesos pactada en la Cláusula segunda del mencionado contrato” 

“2) El Distrito de Barranquilla debió solicitar autorización de sobreendeudamiento al Ministerio de Hacienda y Crédito Público por la operación de crédito configurada en el mencionado contrato de consultoría con Inversiones Los Ángeles Ltda. …” del cual se anexa copia a la presente.

 

Por lo anterior, las partes convienen hacer las siguientes

 

MODIFICACIONES

PRIMERO.- Las partes acuerdan suspender indefinidamente el alcance de las clausulas segunda y sexta del contrato GP-CM-CONS-001-2000, en lo relacionado al literal G de la cláusula segunda y el literal D cláusula sexta parte l, hasta tanto el Distrito de Barranquilla cumpla con lo que conceptuó el Ministerio de Hacienda y Crédito Publico mencionado en el numeral cuarto de los considerandos de esta modificación, teniendo en cuenta que el contratista Inversiones Los Ángeles Ltda., ha manifestado en reiteradas ocasiones su voluntad en forma verbal y escrita de cumplir con lo exigido en el pliego de condiciones y en el contrato GP-CM-CONS-001-2000 cuyas copias anexamos. En el momento en que el Distrito de Barranquilla haya tramitado lo que el Ministerio de Hacienda y Crédito Publico exige, es decir, la solicitud del crédito y debida autorización de sobreendeudamiento, el contratista entregara la suma estipulada en las cláusula segunda literal G y cláusula sexta parte I literal D en la misma forma acordada actualmente con el Distrito de Barranquilla, para lo cual el contratista tendrá un plazo de (6) seis meses contados a partir de la debida autorización del Ministerio de Hacienda al Distrito de Barranquilla y la respectiva notificación, aceptación y aprobación de la instrucción irrevocable de pago por parte de la fiduciaria la Previsora S.A. y/o la entidad que administre las rentas distritales durante todo el tiempo de vigencia del contrato de consultoría y la respectiva notificación del Distrito de Barranquilla al contratista de estas aceptaciones mencionadas. En lo referente a la suma que deberá rembolsar ($5.000.000.000) el Distrito de Barranquilla al contratista, lo hará a la tasa bancaria vigente en el momento que sea autorizado por el Ministerio de hacienda y Crédito Publico la entrega y desembolso de este dinero; en relación a los dos mil millones de pesos ($2.000.000.000) no reembolsables, denominados como prima para acceder al contrato, el contratista los entregara una vez la fiduciaria La Previsora S.A. se haya notificado, aceptado y aprobado la instrucción irrevocable de pago de que habla el Literal A de la parte ll de la cláusula sexta del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000. SEGUNDO.- EJECUCIÓN DEL CONTRATO. El Distrito de Barranquilla e INVERSIONES LOS ANGELES LTDA, acuerdan que la ejecución del contrato será a partir del 05 de diciembre de 2000, teniendo en cuenta que el Distrito de Barranquilla no ha hecho entrega de la base de datos por inconvenientes técnicos, el contratista solo se responsabiliza de lo que a partir del acta de inicio se tramite hasta tanto no se le entregue el acta y protocolización de la respectiva base de datos de todos los impuestos a administrar en medio magnético y de manera impresa.
TERCERO.-PUBLICACIÓN EN LA GACETA DISTRITAL. EL CONTRATISTA, ordena dentro de los quince (15) días siguientes a la firma del presente documento, su publicación en la Gaceta Distrital (fl. 178 a 181 c. ppal. 1).  

5.6. El Alcalde Distrital de Barranquilla mediante resolución n.º 118 del 28 de febrero de 2001, consideró que el contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 adolece de objeto ilícito por contrariar expresas disposiciones constitucionales y legales, pues la actividad encomendada al contratista no está autorizada para que la realicen los particulares. En consecuencia decidió: 

Artículo 1º.- Decrétase la terminación del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, celebrado el día 29 de noviembre de 2000 entre el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones “Los Ángeles” Ltda. 

Artículo 2º. Ordénese la liquidación del mencionado contrato en el estado en que se encuentre, sin que haya lugar a pagar o indemnizar suma alguna al contratista. 

Artículo 3º.- Ordénase al Secretario General del Distrito que, por conducto de su oficina o mediante apoderado externo, en el término de tres meses, inicie y lleve hasta su culminación una acción contenciosa contractual de nulidad absoluta del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, con solicitud de suspensión provisional. 

Artículo 4º.- Notifíquese personalmente esta resolución al representante legal de la sociedad inversiones Los Ángeles Ltda. 

Artículo 5º.- Compúlsese copia de esta Resolución a la Fiscalía General de la Nación, a la Procuraduría General de la Nación y a la Contraloría General de la Nación, para lo de sus respectivas competencias. 

Artículo 6º.- Contra esta Resolución procede el recurso de reposición, dentro de los cinco (5) días siguientes a su notificación. (fl. 185 a 221 c. ppal. 1)     

5.7. El 9 de marzo de 2001, el Alcalde Distrital de Barranquilla mediante resolución 132, adicionó la resolución no. 118 de 2001, al considerar necesaria la notificación de Seguros del Estado de la decisión de terminación unilateral, ante un eventual perjuicio económico que pueda sufrir la aseguradora. La resolución dispuso: 

ARTÍCULO ÚNICO: La parte resolutiva de la Resolución n. º 118 de febrero 28 de 2001, quedará así: 

Artículo primero: Decrétese la terminación del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, celebrado el día 29 de noviembre de 2000 entre el Distrito Especial Industrial y portuario de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda. 

Artículo segundo: Ordénese la liquidación del mencionado contrato en el estado en que se encuentre, sin que haya lugar a pagar o indemnizar suma alguna al contratista. 

Artículo tercero: Ordénase al Secretario General del Distrito, que por conducto de su oficina o mediante apoderado externo, en el término de tres meses, inicie y lleve hasta su culminación una acción contenciosa contractual de nulidad absoluta del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, con solicitud de suspensión provisional. 

Artículo cuarto: Notifíquese personalmente esta Resolución al representante legal de la sociedad Inversiones Los Ángeles Ltda. y al representante legal de la Compañía de Seguros- Seguros del Estado S.A., para que haga valer sus derechos en caso de un eventual perjuicio en su contra. 

Artículo quinto: Compúlsese copia de esta resolución a la Fiscalía General de la Nación, a la Procuraduría General de la Nación y a la Contraloría General de la Nación, para lo de sus respectivas competencias. (…) (fl. 222 a 223 c. ppal. 1).  

5.8. En resolución n.º 269 del 17 de mayo de 2001, el Alcalde Distrital de Barranquilla dispuso la terminación del contrato GP-CM-CONS-001-2000 celebrado el 29 de noviembre de 2000 entre el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones “Los Ángeles” Ltda., al incurrir en causal de nulidad consagrada en el artículo 44 del Estatuto de Contratación Estatal (objeto ilícito por haberse celebrado contra expresa prohibición legal), luego de que mediante Resolución n.º 237 del 8 de mayo de 2001, se diera cumplimiento a fallo de tutela que suspendió temporalmente las Resoluciones 118 y 132 y ordenó dar traslado “al contratista de las razones por las cuales el contrato” podía estar viciado de nulidad (fl. 224 a 243 c. ppal.). Igualmente la resolución ordenó la “liquidación del mencionado contrato en el estado en que se encuentre, sin que haya lugar a pagar o indemnizar suma alguna al contratista” (fl. 224 a 243 c. ppal.).   

5.9. El 19 de diciembre de 2001, el Secretario de Infraestructura del Distrito de Barranquilla, en su condición de representante legal del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla y el representante legal de Inversiones Los Ángeles Ltda., suscribieron contrato de transacción n.º SIP- CONS-001-2001, en cuyo objeto transigieron “las múltiples diferencias presentadas durante la ejecución del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 (…) de cara a terminar extrajudicialmente el litigio pendiente entre las partes, originado en la demanda contractual presentada por el contratista contra el Distrito de Barranquilla y precaver el futuro litigio que éste interpondrá contra aquél, originado en la terminación unilateral del contrato y de cara a la terminación del mencionado contrato” (fl. 244 a 255 c. ppal.).  

A través del contrato de transacción las partes modificaron el objeto del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, el valor y forma de pago, el plazo de ejecución y término del contrato de consultoría y las obligaciones de las partes (fl. 248 a 253 c. ppal.). A su vez de mutuo acuerdo dispusieron: 

CLÁUSULA SÉPTIMA: TERMINACIÓN EXTRAJUDICIAL DEL LITIGIO PENDIENTE.- De conformidad con el artículo 2469 del Código Civil, las partes de este contrato terminan extrajudicialmente el proceso contencioso instaurado por Inversiones Los Ángeles Ltda. contra el Distrito de Barranquilla, Humberto Caiafa Rivas y Luis Fernando Polo, en ejercicio de la acción contractual, consagrada en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo, ante el Tribunal Administrativo del Atlántico, el día 3 de septiembre de 2001, mediante poder otorgado por Farid Abuchaibe Abuchaibe, representante legal de la demandante, al abogado Jaime Ahcar George. De conformidad con lo anterior, EL CONTRATISTA se compromete a que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la firma de este Contrato de Transacción, presentará un memorial ante el Tribunal Administrativo de Atlántico, en el que desiste de dicha acción, y copia debidamente sellada del mismo lo entregará en el mismo término a EL DISTRITO. 

CLÁUSULA OCTAVA: REVOCATORIA DIRECTA.- EL DISTRITO proferirá una Resolución dentro de los cinco (5) días siguientes al perfeccionamiento del presente Contrato, en la que revocará directamente la Resolución n. º 0296 del 17 de mayo de 2001, mediante la cual terminó el Contrato GP-CM-CONS-001-2000, de conformidad y en los precisos términos previstos en la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico el 4 de octubre de 2001, en el proceso n.º 2000-3003-00-C. EL CONTRATISTA otorga por medio de este Contrato de Transacción su consentimiento previo, expreso y escrito para proceder a esta revocatoria. CLÁUSULA NOVENA: AUSENCIA DE INDEMNIZACIONES.- Las partes acuerdan que no habrá lugar al pago de ninguna indemnización de perjuicios a EL CONTRATISTA ni a EL DISTRITO, con ocasión de todos los hechos acaecidos desde la firma del Contrato hasta el presente ni habrá lugar a interponer demandas o denuncias por estos hechos. 

CLÁUSULA DÉCIMA: OBTENCIÓN DE CRÉDITO.- Las partes acuerdan que para facilitar no solo la obtención de prestamos sino que también el control que sobre todos los aspectos financieros inherentes al desarrollo del contrato debe tener el CONTRATISTA, podrá este ceder a favor de un patrimonio autónomo sus derechos económicos derivados del contrato, sin que tal acto se entienda como un incumplimiento del mismo.  

CLÁUSULA DÉCIMA PRIMERA: CESIÓN.- Por medio de este Contrato de Transacción EL DISTRITO se compromete a expedir una Resolución dentro de los tres (3) días siguientes a su firma, mediante la cual autoriza expresa y formalmente a INVERSIONES LOS ÁNGELES LTDA para que ceda totalmente el contrato de Consultoría GP-CM-CONS-OOI -2000 que celebró con el Distrito de Barranquilla, a favor del cesionario UNIÓN TEMPORAL MÉTODOS Y SISTEMAS, representada por OSMAN TORRENEGRA PEÑARANDA, identificado con C.C. 7.458.614 de Barranquilla, e integrada por las sociedades GRAFINET S.A. representada por FEDERICO SECAS MONSALVE, identificado con C.C. 833.397 de Barranquilla, y la sociedad AUDITORES Y ASESORES ECONÓMICOS AUDIECON LTDA., representada por EMIRO RAFAEL GONZÁLEZ MEDINA, identificado con C.C. 7.475.657 de Barranquilla. Los documentos aportados por cesionario, relativos a la conformación de la Unión Temporal, los certificados existencia y representación y las sendas autorizaciones de los órganos directivos de ambas sociedades, reúnen los requisitos de ley. De conformidad con lo anterior, en esa Resolución se ordenará tener por EL CONTRATISTA a dicha Unión Temporal. En consecuencia, todo Io aquí acordado será suscrito por los representantes legales de EL DISTRITO, el contratista cedente y el cesionario. 

PARÁGRAFO.- La efectiva cesión del Contrato a favor de esta Unión Temporal es condición de esta Transacción. 


CLÁUSULA DÉCIMA SEGUNDA: REQUISITOS PARA PERFECCIONAMIENTO DE ESTE CONTRATO.- EL CONTRATISTA deberá adquirir una nueva garantía única de cumplimiento del Contrato de Consultoría, que asegure las nuevas obligaciones aquí señaladas, y ordenará la publicación en la Gaceta Distrital de este Contrato de Transacción, dentro de los quince (15) días siguientes a su firma, o en su defecto hacer la modificaciones a la actual a fin de que se adapte a la cesión que mediante el presente documento autoriza el Distrito. Para efectos tributarios, este Contrato de Transacción carece de cuantía.

CLÁUSULA DÉCIMA SEGUNDA: REQUISITOS PARA PERFECCIONAMIENTO DE ESTE CONTRATO.- EL CONTRATISTA deberá adquirir una nueva garantía única de cumplimiento del Contrato de Consultoría, que asegure las nuevas obligaciones aquí señaladas, y ordenará la publicación en la Gaceta Distrital de este Contrato de Transacción, dentro de los quince (15) días siguientes a su firma, o en su defecto hacer la modificaciones a la actual a fin de que se adapte a la cesión que mediante el presente documento autoriza el Distrito. Para efectos tributarios, este Contrato de Transacción carece de cuantía. 

CLÁUSULA DÉCIMA TERCERA: EJECUCIÓN.- Una vez aprobada la garantía única de cumplimiento del Contrato de Consultoría y pagados los derechos de publicación de este contrato de transacción, se dará inicio a la ejecución de éste (fl. 253 a 255 c. ppal.)  

5.10. El 15 de febrero de 2002, el Secretario de Infraestructura Pública facultado legalmente para representar al Distrito de Barranquilla y el subgerente de la Sociedad Inversiones Los Ángeles Ltda., suscribieron acta aclaratoria al contrato de transacción n.º SIP-CONS-001-2001 donde acordaron las siguientes modificaciones: 

“El parágrafo tercero de la cláusula tercera, quedará con el siguiente tenor: 

PARÁGRAFO TERCERO: Para efectos del pago de honorarios al Contratista, se exceptuarán los dineros que se recauden por concepto del Área Metropolitana de Barranquilla, y los provenientes de impuesto de la Nación, institutos descentralizados y entidades territoriales, salvo los casos especiales de cobro que autorice el Alcalde conforme a la Ley. 

El parágrafo cuarto de la cláusula tercera, quedará así: 

Parágrafo cuarto: Habrá una auditoría seleccionada por el Distrito para que adelante la supervisión técnica de este contrato, pagada con recursos del contratista, para lo cual se le asignará el cero punto siete por ciento (0.7%), de los honorarios que efectivamente reciba el contratista. 

El parágrafo de la cláusula quinta del contrato de transacción quedará así: 

Parágrafo: El plazo para la implementación, perfeccionamiento y optimización del software, hardware y redes sin perjuicio de sus modernizaciones posteriores es de un año, contados a partir del perfeccionamiento de esta Transacción. 

Mediante el presente acto, las partes ratifican lo acordado en el pacto transaccional n.º SIP-CONS-001-2001, de diciembre 19 de 2001, sin perjuicio de las modificaciones materia de esta acta aclaratoria, conllevando al que el procedimiento adelantado por el Distrito de Barranquilla, a partir del contrato de transacción, los acuerdos de voluntades que se han desprendido de éste celebrado entre las partes (Distrito-Inversiones Los Ángeles Ltda –Métodos y Sistemas) y demás actos administrativos, se han sujetado a las prescripciones de ley. (fl. 291 a 292 c. ppal.)    

5.11. En escrito del 5 de abril de 2002, dirigido al Tribunal Administrativo del Atlántico dentro del proceso n.º 08-001-23-31-02-2001-1715-00-2764-D, conjuntamente el gerente de Inversiones Los Ángeles Ltda., y el alcalde distrital de Barranquilla ratificaron lo acordado en el contrato de transacción n.º SIP-CONS-001-2001 y allegaron el documento que contiene el referido acuerdo para fuera considerado por la corporación y, en su orden, se procediera a la “aceptación judicial de la transacción como primer trámite procesal y posterior a ésta a la terminación del proceso de la referencia de acuerdo al desistimiento presentado por la actora, sin condena en costas para las partes” (fl. 493 a 495).  

5.12. El Tribunal Administrativo del Atlántico en providencia del 16 de mayo de 2002, dentro del proceso contractual n.º 08-001-23-31-02-2001-1715-00-2764-D originado en la demanda presentada por Sociedad Inversiones Los Ángeles contra el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, con el propósito de obtener la nulidad de los actos administrativos que dispusieron la terminación unilateral del contrato de consultoría (resoluciones 118, 132 y 269 de 2001), se pronunció frente al contrato de transacción que las partes aportaron para su aprobación y con la finalidad de obtener la terminación del proceso (fl. 734 a 740 c. ppal.). 

El Tribunal aprobó el contrato de transacción celebrado el 19 de diciembre de 2001, con sustento en las siguientes consideraciones:    

En el sub lite se tiene que con el escrito visible a folios 313 a 316 del expediente, suscrito entre las partes intervinientes en este proceso, en el cual solicitan a este tribunal aceptar el acuerdo de transacción a que llegaron respecto de las pretensiones contenidas en la demanda de la referencia, se cumple con la primera requisitoria prevista en el Art. 340 del C. de P. C. 

Ahora bien, igualmente se cumple la segunda exigencia de ley a que alude tal precepto, con el aporte del original del “CONTRATO DE TRANSACCIÒN N.º SIP-CONS-001-2001 DEL CONTRATO DE CONSULTORÍA .º GP-CM-CONS-001-2000 DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 2000” (Fls. 316 a 327) suscrito el 19 de diciembre de 2001 por los señores Luis Fernando Polo en su condición de Secretario de Infraestructura, quien actúa en representación del Distrito de Barranquilla para tales efectos, conforme lo ratifica y reafirma el señor Alcalde del Distrito Especial, Industrial y Comercial de Barranquilla en su escrito presentado personalmente ante esta Corporación el 19 de abril de 2002 (fl. 315) e Iván Losada Manotas, en su calidad de representante legal de la sociedad Inversiones Los Ángeles Ltda., y el Dr. Osman Torrenegra Peñaranda, quien obra en su condición de representante de la Unión Temporal Métodos y Sistemas (fls. 313 a 315 vto.). 

Examinado el contrato de transacción antedicho, se advierte que en la cláusula décima primera el Distrito de Barranquilla se comprometió a “… expedir una Resolución dentro de los tres (3) días siguientes a su firma, mediante la cual autoriza expresa y formalmente a INVERSIONES LOS ANGELES LTDA. para que ceda totalmente el Contrato de Consultoría GP-CM-CONS-001-2000 que celebró con el Distrito de Barranquilla, a favor del cesionario Unión Temporal Métodos y Sistemas, representado por Osman Torrenegra Monsalve (…), e integrada por las sociedades GRAFINET S.A., representada por FEDERICO SECAS MONSALVE (…) y la sociedad AUDITRES Y ASESORES ECONÓMICOS AUDIECON LTDA, representado por EMIRO RAFAEL GONZÁLEZ MEDINA (…). Los documentos aportados por el cesionario, relativos a la conformación de la Unión temporal, los certificados de existencia y representación y las sendas autorizaciones de los órganos directivos de ambas sociedades, reúnen los requisitos de ley. De conformidad con lo anterior, en esa resolución se ordenará tener por EL CONTRATISTA a dicha Unión Temporal. En consecuencia todo lo aquí acordado será suscrito por los representantes legales de EL DISTRITO, el contratista cedente y el cesionario.”

En la transacción se observa que se celebró por todas las partes y, versa sobre la totalidad de las cuestiones debatidas, al precisarse en el documento de transacción los alcances de tal acuerdo, que incluye las reciprocas renuncias de las partes a sus pretensiones, con lo cual se cumple la tercera requisitoria. 

Además, con la transacción se evitan las erogaciones que eventualmente podría ocasionar el litigio judicial presentado por la sociedad demandante. 

Las consideraciones precedentes son suficientes para que el tribunal le imparta la aprobación a la transacción celebrada por las partes intervinientes en este proceso el 19 de diciembre de 2001, al tenor de lo expuesto en las normas arriba citadas, la cual hace tránsito a cosa juzgada. (…) (fl. 734 a 740 c. ppal.)           

5.13. El 18 de septiembre de 2002, el representante legal de Grafinet S.A. y el representante legal de Auditores y Asesores Económicos Audiecon Ltda., en su condición de integrantes de la Unión Temporal Métodos y Sistemas dispusieron ceder a la sociedad Métodos y Sistemas S.A. “todos los derechos y obligaciones contenidos en el contrato de transacción n.º SIP-CONS-001-2001 para el contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 de 29 de noviembre de 2000 (…)” suscrito entre el Distrito de Barranquilla y el cedente en cuyo objeto el consultor se obligó a “la asesoría técnica a la administración (…) para la modernización de la gestión de recaudos de tributos distritales, en desarrollo de la cual el contratista realizará las siguientes labores de manera permanente: a) La asesoría tributaria al Distrito de Barranquilla, para la implementación de modernas técnicas de sistematización y de información; la complementación, depuración y actualización de las bases de datos de los impuestos locales, y la asesoría de la atención e información al contribuyente. b) La asesoría para la implementación de mecanismos ágiles y modernos del cobro de cartera, el apoyo en el diseño y gestión de los procedimientos de fiscalización, liquidación, cobro y elaboración de censos de contribuyentes de dichos impuestos; la asistencia para diseñar mecanismos de control interno tributario, rediseñar mecanismos de control interno tributario, rediseñar mecanismos de control interno tributario, rediseñar los trámites de cobro de los impuestos, racionalizar las notificaciones; generar y distribuir la facturación de impuestos; y realizar el cobro pre jurídico de la cartera a los contribuyentes morosos.” (fl. 409 a 412 c. ppal.) 

 5.14. El 19 de diciembre de 2002, dentro del proceso ejecutivo contractual 08-001-23-31-005-2002-02662-00-L.M. seguido por la sociedad Métodos y Sistemas S.A. contra el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, la secretaría del Tribunal Administrativo del Atlántico comunicó la medida cautelar de “embargo de las sumas de dinero denunciadas por la sociedad ejecutante como de propiedad del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla” comprendidas dentro de la tercera parte embargable de la renta bruta del Distrito, conforme lo establece el artículo 5º del Decreto 3040 del 22 de octubre de 1982 (fl. 366 c. ppal.).  

5.15. En comunicación del 5 de febrero de 2003, el gerente general de la sociedad Métodos y Sistemas S.A. informó al secretario de infraestructura pública de la Alcaldía Distrital de Barranquilla: 

En atención a su oficio sin número, de enero 30 de 2003, recibido en esta el 3 de febrero del mismo año, me permito recordarle que frente a lo relacionado con la verificación y efectividad del Acta Aclaratoria, Actos Administrativos amparados con la presunción de legalidad. 

Es pertinente precisar que esta empresa ha dado cabal cumplimiento al contrato de consultoría inicial y a los demás actos que hacen parte integral del mismo, cuestión publicitada y verificada por esa Alcaldía Distrital. 

Ahora bien, con lo relacionado a la liquidación del crédito como resultado del cobro de las deudas de esa entidad y que se dirimen ante la jurisdicción contencioso administrativa, el Tribunal Administrativo del Atlántico es el escenario propicio para que el Distrito presente sus argumentos, a efectos de ser dirimida por esa instancia jurisdiccional. 

De acuerdo a lo anterior, considero impertinente, inconducente e inocua e improcedente la reunión convocada. 

Estamos dispuestos, tal como ha sido nuestra vocación, expresada en múltiples oportunidades, a intercambiar opiniones sobre el apoyo a la gestión tributaria Distrital, objeto del contrato mencionado, el cual venimos y seguimos ejecutando con estricta conformidad legal y contractual. (fl. 367 c. ppal.)       
5.16. El Tribunal Administrativo del Atlántico en providencia del 5 de junio de 2003, dentro del proceso ejecutivo 08-001-23-31-005-2002-2662-00-L.M. originado en la demanda presentada por Métodos y Sistemas S.A. contra el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, se pronunció frente al contrato de transacción que las partes aportaron al proceso para su aprobación y con la finalidad de obtener la terminación del proceso. 

El Tribunal improbó el contrato de transacción celebrado el 21 de abril de 2003 (fl. 378 a 381 c. ppal.).    

5.17. En providencia del 30 de enero de 2003, la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró bien denegado el recurso de apelación interpuesto por el Procurador Catorce Delegado ante el Tribunal Administrativo del Atlántico contra el auto proferido por el Tribunal el 16 de mayo de 2002 (fl. 502 a 508 c. ppal.).  

5.18. El 18 de noviembre de 2003, el Jefe del Departamento de Impuestos Distritales de la Secretaría de Hacienda Pública Distrital de Barranquilla comunicó al gerente general de Métodos y Sistemas S.A.: 

Coherente con la comunicación de agosto 27 de 2003 dirigida por este Departamento a Métodos y Sistemas S.A., atentamente me permito ampliar lo contenido en esta, informando que la empresa consultora en desarrollo del contrato de consultoría viene cumpliendo a satisfacción con los términos del contrato, en cuanto a las obligaciones contractuales del mismo a cargo del contratista, que se evidencia con la implementación tecnológica, y todas las que se encuentran descritas en la parte I de la cláusula sexta de la transacción (fl. 484 c. ppal.).   

5.19. En el mes de noviembre de 2005, la Contraloría Delegada para la Gestión Pública y de Instituciones Financieras rindió informe final de control fiscal excepcional al Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 y el contrato de transacción SIP-CONS-001-2001 (fl. 789 a 894 c. ppal.)  

Los hallazgos de carácter administrativo negativo señalados en el informe por la contraloría delegada se refirieron a los siguientes aspectos: 

· No existencia de evidencias de estudios de factibilidad 
· Deficiente supervisión por parte de la administración distrital para vigilar y garantizar el objeto contractual. 
· Cumplimiento de la contratación de una auditoria de sistemas 
· Necesidad de la modificación y ajuste del valor y forma de pago pactadas en el contrato
· Recálculo de la tarifa del contrato conforme a los resultados del análisis financiero 
· Cumplimiento a la orden irrevocable de pago 
· Claridad sobre las actividades de apoyo que el contratista debe realizar respecto de la gestión de la administración en materia tributaria. 
· Claridad en el alcance del objeto del contrato y 
· Calidad de la información del saneamiento fiscal del Distrito e informe del saneamiento fiscal.   
Los hallazgos referidos se produjeron a partir del análisis que del contrato de consultoría hizo la contraloría delegada en cuanto a control de legalidad y gestión, análisis de la plataforma tecnológica y evaluación económica y financiera. 

Al determinar el alcance del objeto contractual, para verificar el lindero entre la actividad de apoyo y la gestión tributaria que debe adelantar el Distrito, el informe consideró: 

Sobre esta base se observó, respecto del contrato, que efectivamente en la transacción se ajustó el alcance del objeto contractual a una misión de apoyo en los temas que la administración en materia de gestión tributaria adelanta, así mismo, se verificó que el Distrito a través del Departamento de Impuestos Distritales de la Secretaría de Hacienda ejerce la potestad tributaria, sin que haya delegación por parte del Distrito al contratista de las competencias, la cual se evidencia en la instrucciones impartidas por el Jefe del Departamento de Impuestos Distritales a la Firma Métodos y Sistemas S.A. en todos los temas del proceso tributario a su cargo. No obstante, es imperioso dentro del contrato que las actividades de supervisión que debe ejercer la administración se centren en los aspectos operativos y jurídicos para garantizar el debido cumplimiento del objeto contractual y su alcance dentro del marco legal (fl. 834 c. ppal. 1) .    

5.20. El 25 de enero de 2006, el Alcalde Mayor encargado del Distrito de Barranquilla, en representación del Distrito, y el representante legal de la sociedad Métodos y Sistemas S.A. convinieron suscribir la “estructura integral que regirá el contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 del 29 de noviembre de 2000, el contrato de transacción SIP-CONS-001-2001 del 19 de diciembre de 2001 y el acta aclaratoria al contrato de transacción del 15 de febrero de 2002, donde se compilan, modifican y aclaran las disposiciones contenidas en las cláusulas de estos actos”
 (fl. 413 a 437 c. ppal.)  

5.21. El 13 de diciembre de 2006, la Contraloría Delegada para la Gestión Pública e Instituciones Financieras remitió al alcalde distrital de Barranquilla el informe final de control excepcional efectuado al contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 y el contrato de transacción SIP-CONS-001-2001, en el mes de noviembre de 2005, en el que se había concluido, a partir del “análisis y evaluación integral del contrato en sus aspectos legales, de gestión, y financiero” que fueron detectados hallazgos administrativos agrupados en nueve temas, respecto de los cuales tendría que implementarse un plan de mejoramiento para establecer acciones que contribuyeran a conjurar situaciones evidenciadas en el proceso auditor (fl. 523 a 640 c.ppal).   

6. Del objeto pactado en el contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000

En primer lugar, la Sala entrará a verificar el objeto convenido en el contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 celebrado el 29 de noviembre de 2000, toda vez que la controversia suscitada en el presente caso se centra en que el mismo comportó la delegación de funciones propias de la entidad estatal y en razón de ello el objeto convenido adolece ilicitud.   

Advierte la Sala que la cláusula primera del contrato estipuló en su tenor: 

Cláusula primera.- Objeto. El presente contrato de consultoría tiene por objeto la asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria a cargo del contratista consultor y en desarrollo de esa asesoría deberá realizar las actividades que de ella implique: procesamiento, revisión, fiscalización, programación, aforo, citaciones, liquidaciones, facturación, gestión para la recuperación de la cartera y para el aumento de los recaudos de los impuestos distritales, entre estos predial unificado, industria y comercio, avisos y tableros y demás impuestos distritales e impuestos varios que se relacionan en el anexo nº.1 del presente contrato, controlando la evasión y elusión con el fin de generar beneficios para los contribuyentes y el distrito de Barranquilla a través de una permanente modernización tecnológica. Parágrafo: La ejecución del objeto del presente contrato se sujetará a lo estipulado en los términos de referencia del concurso de méritos n.º G.P.C.M. 001 del 2.000 y a la propuesta presentada por el concursante favorecido concordante con el acta de negociación suscrita entre las partes, instrucción irrevocable de pago, documentos estos que constituyen parte integral del presente contrato así como los indicados en la cláusula vigésima tercera.
De conformidad con el texto contractual, el Distrito de Barraquilla encomendó al contratista consultor la asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria y con tal propósito las actividades de procesamiento, revisión, fiscalización, programación, aforo, citaciones, liquidaciones, facturación, gestión para la recuperación de la cartera y para el aumento de los recaudos de los impuestos distritales. 

Por su parte, la cláusula primera estableció que la ejecución del objeto negocial se sujetaría igualmente a los términos de referencia del concurso de méritos n.º G.P. C. M. 001 de 2000 y la propuesta presentada por el concursante favorecido.

Los términos de referencia del concurso de méritos n.º GP-001-2000 (fl. 61 a 160 c. ppal. 1) definieron el alcance de la consultoría, así:    

El proyecto pretende dotar al Distrito de un sistema integrado de información tributaria con la funcionalidad exigida para la administración adecuada y eficiente de los impuestos Distritales, adecuar logísticamente las oficinas con atención al cliente actuales y adicionalmente dotar a tres oficinas satélites ubicadas al norte, centro y sur de la ciudad para la atención de los contribuyentes. 

Así mismo, se requerirá de la infraestructura de sistemas, que incluye el software operativo y aplicativo, la instalación de redes de cómputo, de redes de área local y remota que cubran los puntos de atención al usuario y las instalaciones de las dependencias de la Alcaldía Distrital de Barranquilla. De igual manera, la instalación de diez (10) estaciones satélites (comunicadas con el servidor central) ubicadas estratégicamente en la ciudad de Barranquilla por un lapso mínimo de cuatro (4) meses por año correspondiente al periodo de recaudo del impuesto predial unificado. El número de estaciones satélites se incrementará en uno (1) cada dos años, previendo el crecimiento de la ciudad. 

La entidad a su vez, estableció los siguientes requerimientos: 

17.1. Hardware: a) servidores, b) Impresoras, c) estaciones de trabajo, d) equipos de comunicación 

17.2. Software base a) Sistema operacional, b) manejador de base de datos relacionales, c) ambiente de programación, d) sistema de seguridad. 

17.3 Software aplicativo de administración de impuestos. 

(…) 

El software aplicativo debe trabajar de manera integrada entre sus diferentes subsistemas y debe incluir como mínimo los siguientes módulos por subsistema para la correcta operación de los servicios de consultoría solicitados: 

a) Subsistema de Impuesto Predial Unificado 

(…) 

b) Subsistema de Industria y Comercio 

(…) 

c) Subsistema de impuestos varios 

(…) 

d) Interfaz con el sistema administrativo financiero. 

(…) 

El aplicativo debe permitir: 

-Definir los parámetros necesarios para la configuración de la liquidación de los distintos conceptos que definen la naturaleza de los impuestos. 

-Realizar liquidaciones de prueba para el análisis de diversos escenarios relacionados con las poblaciones de información afectadas. 

-Generación de facturación masiva por criterios y/o agrupaciones de contribuyentes. 

-Emisión de duplicados por vigencias y/o periodos y agrupaciones de contribuyentes. 

-Emitir estados de cuentas por criterios y/o agrupaciones de contribuyentes. 

-Emitir paz y salvos por criterios y/o agrupaciones de contribuyentes. 

-Efectuar cambios en los diseños (formatos de impresión) de las facturas, duplicados, estados de cuentas y Paz y Salvos. 

-Aplicación de pagos

(…) 

-Aplicación de notas débitos y créditos 

(…) 

-Registro de novedades de cambios en la información básica del contribuyente 

(…) 

De acuerdo al tipo de impuesto se requiere que como mínimo se registren las siguientes novedades (…)

(…)   

-Manejo de la cartera: 

i) Gestión de cobro de la cartera: el contratista debe ofrecer toda la infraestructura logística y de personal necesaria para efectuar la gestión del cobro de la cartera de los impuestos. 

ii) Atención a los contribuyentes morosos: Debe el contratista atender eficientemente a los contribuyentes de los impuestos relacionado con su cartera. 

-Migración de datos

(…) 
A partir de las especificaciones contenidas en los términos de referencia del concurso de méritos se colige que la finalidad del contrato de consultoría, en la etapa precontractual, se circunscribió a la adecuación de un sistema integrado de información tributaria compuesto por software operativo y aplicativo y la instalación de redes de cómputo, la adecuación logística de oficinas de atención al cliente y la dotación de tres oficinas satélites para la atención de los contribuyentes, la infraestructura logística y de personal necesaria para efectuar la gestión del cobro de la cartera de los impuestos, además de la atención a los contribuyentes. 

En una lectura integral el objeto del contrato abarcó la implementación de una plataforma tecnológica de información tributaria, la adecuación de oficinas de atención al cliente, la dotación de oficinas para la atención a los contribuyentes del Distrito, además de la asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria en las actividades de procesamiento, revisión, fiscalización, programación, aforo, citaciones, liquidaciones, facturación, gestión para la recuperación de la cartera y para el aumento de los recaudos de los impuestos distritales, con la infraestructura logística y de personal necesaria para efectuar las actividades de la gestión del cobro de cartera de los impuestos y la atención de los contribuyentes. 

El a quo concluyó la nulidad absoluta del contrato de consultoría porque según su consideración el Distrito entregó al contratista particular el desarrollo de actividades de gestión tributaria exclusivas del resorte estatal, entre ellas, el procesamiento, revisión, fiscalización, programación, aforo, citaciones, liquidaciones, facturación, gestión para la recuperación de la cartera y para el aumento de los recaudos de los impuestos distritales y la facultad del cobro coactivo. 

Para el apelante tal conclusión no corresponde a la realidad contractual, en tanto la presunta cesión de facultad tributaria dentro del objeto del contrato de consultoría fue refutada con la providencia del 4 de octubre de 2001, donde se analizó la validez del Acuerdo 002 de 2000 y se consideró que la autorización para contratar la modernización de la gestión de recaudos de tributos distritales no implicaba transferir, delegar o conceder a un particular la función de la administración tributaria. Con ocasión de esta providencia judicial las partes suscribieron el 19 de diciembre de 2001, el contrato de transacción para adecuar el contrato a las orientaciones judiciales.

Conviene entonces verificar si las actividades encomendadas al contratista por la entidad contratante comprometieron una facultad indelegable a los particulares, en virtud de un mandato superior. 

Advierte la Sala que el ejercicio de función administrativa a cargo de los particulares, en criterio de la Corte Constitucional es admisible bajo los siguientes lineamientos: i) cuando la Carta Política no prohíba la asignación de específicas funciones a particulares, o no se establezca una asignación constitucional en forma exclusiva o excluyente de función administrativa en cabeza de determinada autoridad, ii) cuando la ley no lo prohíba, en aquellos eventos en que la Constitución le permite al legislador restringir el ejercicio de funciones administrativas a los particulares, iii) las autoridades únicamente están facultadas para atribuir a los particulares funciones que son de su competencia, no las de otros funcionarios, iv) la atribución de competencia al particular no puede vaciar el contenido de la competencia que ostenta la autoridad que la otorga, es decir, el particular no puede reemplazar totalmente a la autoridad pública en el ejercicio de sus funciones
. 

A nivel nacional la competencia frente a la administración tributaria está dada por la estructura funcional que establezca el Presidente de la República, en ejercicio de las facultades previstas en el numeral 16 del artículo 189 de la Constitución Política. El Estatuto Tributario permite la delegación de las funciones asignadas por la Ley, en los funcionarios del nivel ejecutivo o profesional de las dependencias bajo su responsabilidad, mediante resolución aprobada por su superior
. 

En virtud de lo previsto en el artículo 66 de la Ley 383 de 1997, para efectos de declaraciones tributarias, actividades de fiscalización, liquidación oficial, imposición de sanciones, discusión y cobro relacionados con los impuestos administrados por los municipios y distritos, les serán aplicables los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario para los impuestos del orden nacional. 

De otro lado, en relación con la administración municipal el artículo 91 numeral 6, literal d) de la Ley 136 de 1994 atribuye a los alcaldes el ejercicio de jurisdicción coactiva para hacer efectivo el cobro de las obligaciones a favor del municipio, función que debe ser delegada en las tesorerías municipales, y ejercida conforme a lo establecido en la legislación contencioso administrativa y de procedimiento civil. 

La Sección Cuarta de esta Corporación
 precisó los límites de la delegación de funciones administrativas tributarias propias de las entidades territoriales, así: 

2.2. Ahora bien, de conformidad con lo prescrito en los artículos 560 y 688 del Estatuto Tributario, aplicables a los municipios por mandato del artículo 66 de la Ley 383 de 1997, es al jefe de la Unidad de Fiscalización de la Administración Tributaria a quien corresponde proferir los actos de trámite en los procesos de determinación de impuestos, y a los funcionarios de esa Unidad, adelantar las actuaciones preparatorias respecto de los actos de competencia del jefe del primero. También tienen facultades de fiscalización tributaria los jefes de las divisiones y dependencias, así como los profesionales de la misma entidad en quienes se deleguen tales funciones. Sin embargo, la legislación tributaria no prevé la posibilidad de delegar en particulares la facultad de fiscalización y determinación de los tributos, y como se sabe, el funcionario público sólo puede hacer aquello que la Constitución y la ley le autoricen.  

Si bien, la doctrina considera que en materia jurisprudencial aún no existe una caracterización definitiva de lo que pudiera considerarse función administrativa, lo cierto es que a partir de los pronunciamientos tanto de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado, se cataloga a la función administrativa como una especie de la función pública, que conlleva el ejercicio de poderes o prerrogativas públicas. Para Benavides, en la medida en que los contratos confieran a los particulares el ejercicio de funciones administrativas estarán por consecuencia investidos del ejercicio de poderes públicos, “por consiguiente, la definición del límite de las tareas transferibles a los particulares no podrá ser el ejercicio de autoridad inherente al Estado”, asunto que para el autor debe determinarse por la jurisprudencia
.

La Sección Tercera del Consejo de Estado ha considerado que adolece de objeto ilícito todo contrato que otorgue a los particulares funciones administrativas propias de la entidad territorial, en materia tributaria. 

Como antecedente, la Sala declaró la nulidad absoluta de un contrato de asesoría y gestión para el control del recaudo de las regalías e impuestos municipales, en donde la entidad contratante se comprometió a reconocer al contratista un porcentaje sobre los valores percibidos por concepto de recaudo de regalías. En aquella oportunidad la Sala concluyó que la prestación convenida recayó sobre recursos públicos de destinación específica, contraviniendo prohibiciones constitucionales y legales
.
En providencia del 16 de marzo de 2015, la Subsección C declaró la nulidad parcial de un contrato de prestación de servicios que autorizaba al contratista a liquidar y reliquidar el Impuesto de Industria y Comercio y el complementario de tableros y avisos, “por tratarse de una actividad cuya contratación con particulares esta prohibida por el ordenamiento jurídico”; sin embargo, mantuvo vigentes las actividades asignadas al contratista que comportaban el ejercicio de funciones relacionadas con el cobro pre-jurídico  persuasivo, por cuanto no hacían parte de las actividades propias de la jurisdicción coactiva
.   

En providencia del 13 de mayo de 2015, la Subsección A consideró: 

(…) Ahora bien, aplicado lo anterior al sub examine se encuentra que, con el contrato de concesión de actualización de bases tributarias, el municipio se excedió en el otorgamiento de sus competencias o funciones al contratista, llegando al vaciamiento de éstas, pues, no solo radicó en cabeza del contratista la obligación de determinar los sujetos pasivos de los impuestos municipales, sino que también le otorgó al contratista la facultad de expedir las liquidaciones de los mismos, con sus correspondientes proyectos de resoluciones, y no se conformó con ello, sino que, adicionalmente lo facultó para elaborar los proyectos que resolvían los recursos de la vía gubernativa, tanto los de reposición como los de apelación, lo que, a todos luces, evidencia una usurpación de las funciones propias del municipio, límite máximo para que se le otorgara a un particular el ejercicio de una función administrativa.
(…) 

En virtud de las normas constitucionales antes mencionada, las entidades territoriales podían regular los procedimientos tributarios con sujeción a lo dispuesto por la ley, con el fin de darle seguridad, transparencia y efectividad al recaudo y de asegurar una correcta administración y manejo de los impuestos y contribuciones.

Más adelante, en desarrollo de las disposiciones constitucionales analizados en precedencia, la ley ordenó expresamente a los municipios y a los departamentos aplicar los procedimientos previstos en el Estatuto Tributario Nacional para la administración de los impuestos y rentas por ellas administrados (en relación con los municipios, a través del artículo 66 de la Ley 383 de 1997 y respecto de los departamentos, mediante el artículo 59 de Ley 788 de 2002).

Recientemente, a través de la Ley 1386 de 2010, se prohibió expresamente a las entidades territoriales y a sus entidades descentralizadas celebrar contrato o convenio alguno que tenga por objeto la administración de los tributos a su cargo y dispuso que la recepción de las declaraciones y el recaudo de los impuestos y demás pagos originados en obligaciones tributarias podía realizarse a través de las entidades autorizadas por el Estatuto Tributario Nacional, sin perjuicio de los medios de pago no “bancarizados”, es decir, por intermedio de los “bancos y demás entidades financieras”, las cuales, previo el cumplimiento de los requisitos previstos por los artículos 800 y 801 Estatuto Tributario (D.L. 624/89), son los únicos particulares autorizados para recaudar, total o parcialmente, impuestos, anticipos, retenciones, sanciones e intereses. Así reguló el legislador el ejercicio de esta función administrativa.

Ahora, si bien las leyes 383 de 1997, 788 de 2002 y 1386 de 2010 no se hallaban vigentes para la fecha en que fue celebrado el contrato de concesión objeto de análisis, tal circunstancia no significa que, antes de su expedición, estuviera permitido que los gobernadores y alcaldes encomendaran a los particulares la actividad de administración, fiscalización, liquidación, cobro coactivo, discusión, devoluciones, e imposición de sanciones de los tributos administrados por los departamentos o por los municipios, pues, se insiste, se trata del ejercicio de una función administrativa cuya regulación es de exclusiva reserva legal y, para la época en que fue celebrado el contrato, no existía ninguna disposición legal que permitiera contratar o delegar en forma alguna en los particulares el cumplimiento de dicha función en el orden territorial.

Por lo anterior, los concejos municipales no podían prever el otorgamiento de autorizaciones para el cumplimiento de la mencionada función a particulares e, igual, los alcaldes carecían de facultad para suscribir contratos, expedir órdenes de prestación de servicios, celebrar convenios o cualquier tipo de negocio jurídico con aquéllos para tal fin, pues las autoridades públicas están sujetas al principio de legalidad, que se hace radicar en los artículos 4º, 6º, 121 y 122 de la Constitución Política, lo cual impone que toda actuación de los órganos del Estado se encuentre sometida al imperio del derecho, lo cual se traduce en que las autoridades públicas sólo pueden hacer aquello que la Constitución y la ley les permita, de manera que son responsables por la violación de aquélla y de ésta, así como por la omisión y por la extralimitación en el ejercicio de sus funciones.

En este caso, el Municipio de Yumbo, mediante el contrato de concesión de actualización de bases tributarias, entregó a un particular, ajeno a la administración pública, el ejercicio de la función administrativa que se encuentra a su cargo, razón por la cual el contrato de concesión (sin número) del 30 de octubre de 1995 se encuentra viciado de nulidad absoluta, por objeto ilícito, según se desprende de lo dispuesto por los artículos 1519y 1523 del Código Civil, en la medida en que el objeto de las obligaciones del contrato, esto es, aquello a lo que se obligó el deudor en virtud del contrato (el cumplimiento de la función administrativa por parte de un particular) no estaba permitido en aquella época por la ley (hoy en día se halla, incluso, expresamente prohibido por ésta).
 

En sentencia del 11 de mayo de 2017
, esta Sala encontró viciado de nulidad absoluta por adolecer de objeto ilícito, un contrato de asesoría y gestión en materia de fiscalización, recaudo y cobro coactivo, en donde se estipuló como remuneración un porcentaje sobre los valores adeudados por los contribuyentes al Municipio demandado, por concepto de impuesto predial, industria y comercio. En su orden se determinó que el objeto contractual otorgaba al contratista facultades de fiscalización indelegables, propias del ente territorial, al tiempo que los honorarios del contratista recaían sobre el valor recaudado por concepto de impuestos. 

En reciente providencia la Subsección A precisó, bajo los lineamientos de los artículos 110 y 111 de la Ley 489 de 1998, que existen determinadas actividades de cobro coactivo cuya delegación se entendía permitida “siempre que la administración conservara su regulación, control, vigilancia y orientación y además estuviera precedida de un acto administrativo de delegación expedido por el órgano competente y, para su ejecución, de la celebración de un contrato al que se llegara por convocatoria pública. En el caso analizado en su momento, concluyó la nulidad del contrato objeto de controversia, al haberse sobrepasado por la entidad contratante el límite permitido de la delegación en materia tributaria
. 

De acuerdo con el panorama anterior, la Sala encuentra que en el asunto bajo examen, procede declarar la nulidad absoluta del contrato, como fue dispuesto por el a quo. 

Conviene recordar que por el contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 el Distrito de Barranquilla encomendó al contratista la implementación de plataforma tecnológica para la administración de la información tributaria del distrito, la adecuación y dotación de oficinas para la atención a los contribuyentes, y la asesoría técnica de administración y coordinación integral de la gestión tributaria en las actividades de procesamiento, revisión, fiscalización, programación, aforo, citaciones, liquidaciones, facturación, gestión para la recuperación de la cartera y para el aumento de los recaudos de los impuestos distritales, con la infraestructura logística y de personal necesaria para efectuar la gestión del cobro de cartera de los impuestos y la atención de los contribuyentes. 

Advierte la Sala que el mandato constitucional asigna a las entidades territoriales autonomía para la gestión de sus intereses, dentro de los límites fijados por la Constitución y la ley. Con el propósito señalado gozan del derecho a administrar sus recursos y a establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones (Artículo 287).   

Como se anotó, para efectos de declaraciones tributarias, actividades de fiscalización, liquidación oficial, imposición de sanciones, discusión y cobro relacionados con los impuestos administrados por los municipios y distritos, deben aplicarse los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario para los impuestos del orden nacional.  En este orden, el Estatuto Tributario permite la delegación de las funciones asignadas por la Ley, en los funcionarios del nivel ejecutivo o profesional de las dependencias bajo su responsabilidad, mediante resolución aprobada por su superior
.

Por su parte, en relación con la administración municipal el artículo 91 numeral 6, literal d) de la Ley 136 de 1994 atribuye a los alcaldes el ejercicio de jurisdicción coactiva para hacer efectivo el cobro de las obligaciones a favor del municipio, función que debe ser delegada en las tesorerías municipales, y ejercida conforme a lo establecido en la legislación contencioso administrativa y de procedimiento civil. 

Encuentra la Sala, de acuerdo con el análisis precedente que actividades como la revisión, fiscalización, programación, aforo, liquidación, facturación, recuperación de cartera y cobro coactivo son funciones administrativas tributarias indelegables, por cuanto se dirigen de un lado a determinar la obligación tributaria a cargo de los contribuyentes y de otro a hacer efectivo su pago bajo el poder de la autotutela administrativa
.  

Tampoco se advierte a simple vista, desde las obligaciones contraídas por las partes en el contrato de consultoría, que la entidad haya tenido control de las actividades encomendadas conforme lo exigen los artículos 110 y 111 de la Ley 489 de 1998, en oposición, queda al descubierto su manejo exclusivo por parte del contratista. 

Es del caso advertir, que por definición el contrato de consultoría esta diseñado para encomendar al contratista la realización de estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, pre-factibilidad o factibilidad en programas y proyectos específicos y asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión
, empero, la denominada asesoría técnica que pretendió la entidad encargar al contratista, le despojó totalmente de su competencia en materia tributaria, por lo cual se torna a todas luces inadmisible. 

En ese orden, el contrato esta viciado de nulidad absoluta por adolecer de objeto ilícito, en tanto se contrariaron normas imperativas al haberse encomendado función administrativa indelegable al particular contratista. En consecuencia se confirmará la nulidad absoluta del contrato de consultoría, declarada por el a quo acorde con lo dispuesto en los artículos 44 y 45 de la Ley 80 de 1993.  

7. De la ausencia de cosa juzgada en el asunto sub examine 

La parte demandada invocó la excepción de cosa juzgada, al estimar que en dos oportunidades la jurisdicción contencioso administrativa se pronunció en torno al objeto del contrato de consultoría materia de controversia. En un primer momento al resolver demanda de nulidad contra el acuerdo de autorización n.º 02 de mayo de 2000, expedido por el Concejo Distrital de Barranquilla y, en segundo término, al impartir aprobación a la transacción suscrita entre el Distrito de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda.- Unión Temporal Métodos y Sistemas el 19 de diciembre de 2001, que dio lugar a la terminación del proceso contencioso iniciado contra la resolución n.º 0269 del 17 de mayo de 2001, proferida por la Alcaldía Distrital de Barranquilla, mediante la cual se dispuso la terminación unilateral del contrato de consultoría.  

La Sala ha precisado en torno a la cosa juzgada, que esta figura imposibilita volver a debatir en un proceso posterior con identidad de partes, objeto y causa, una situación previamente resuelta a través de sentencia ejecutoriada. En consecuencia, el juez ante la posible existencia de cosa juzgada debe examinar el proceso judicial anterior para examinar la identidad que pueda existir entre las partes, los fundamentos facticos y la causa petendi, con el proceso posterior
 

7.1. El Acuerdo de autorización y la decisión sobre su validez

Es del caso considerar el argumento expuesto por el apelante, según el cual, la presunta delegación de facultad tributaria quedó desvirtuada con la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo del Atlántico en providencia del 4 de octubre de 2001, al analizar la validez del Acuerdo 002 de 2000, expedido por el Concejo Distrital de Barranquilla.  

Para la sociedad demandada, la decisión judicial referida consideró que la autorización impartida por el Concejo de Barranquilla para la modernización de la gestión de los tributos distritales, en modo alguno implicaba transferir, delegar o conceder a un particular función administrativa tributaria. 

Recuerda la Sala, que mediante Acuerdo 002 del 31 de mayo de 2000, el Concejo Distrital de Barranquilla autorizó al “Alcalde Distrital de Barranquilla para que ordene la apertura de licitación pública tendiente a la contratación, hasta por veinte años (20) de la modernización de la gestión de recaudos de tributos distritales y todo lo que ella implica, como fiscalización, revisión y liquidaciones de aforo, citaciones, facturación obligatoria a los contribuyentes que pertenecen al Régimen Simplificado, en general la organización, operación y ejecución total del manejo de todo lo concerniente a los impuestos adjudicados en la licitación”. Igualmente lo autorizó “para realizar las apropiaciones, traslados y/o adiciones presupuestales para el cumplimiento de la autorización” y a “suscribir los documentos que se deriven de la autorización concedida” (fl. 58 a 59).  

La parte demandada, interesada en desvirtuar la nulidad absoluta del contrato por objeto ilícito, no aportó al expediente copia de la providencia del 4 de octubre de 2001, según la cual, el Tribunal Administrativo del Atlántico habría considerado la ausencia de delegación o transferencia de función administrativa con la autorización impartida por el Concejo de Barranquilla al Alcalde, para la modernización de la gestión de los tributos distritales. En consecuencia, no hay certeza de las consideraciones expuestas por la autoridad judicial frente a la autorización impartida. 

Sin perjuicio de lo anterior, la Sala evidencia que la autorización tuvo como intención el desarrollo por parte del Alcalde Distrital, de una licitación pública para contratar por veinte años la modernización de la gestión del recaudo de los tributos distritales.

Se acredita igualmente que en el mes de septiembre de 2000, el alcalde distrital dio apertura al concurso de méritos n.º GP-001-2000, para contratar la asesoría técnica de administración y coordinación de la gestión tributaria a cargo del contratista consultor. Según se describe en el alcance general del proyecto, la alcaldía distrital pretendió con la contratación: 

“(…) dotar al Distrito de un sistema integrado de información tributaria con la funcionalidad exigida para la administración adecuada y eficiente de los impuestos Distritales, adecuar logísticamente las oficinas con atención al cliente actuales y adicionalmente dotar a tres oficinas satélites ubicadas al norte, centro y sur de la ciudad para la atención de los contribuyentes. 

Así mismo, se requerirá de la infraestructura de sistemas, que incluye el software operativo y aplicativo, la instalación de redes de cómputo, de redes de área local y remota que cubran los puntos de atención al usuario y las instalaciones de las dependencias de la Alcaldía Distrital de Barranquilla. De igual manera, la instalación de diez (10) estaciones satélites (comunicadas con el servidor central) ubicadas estratégicamente en la ciudad de Barranquilla por un lapso mínimo de cuatro (4) meses por año correspondiente al periodo de recaudo del impuesto predial unificado. El número de estaciones satélites se incrementará en uno (1) cada dos años, previendo el crecimiento de la ciudad. (…)”

Encontrándose identificado el propósito del concurso de méritos, advierte la Sala que el mismo no se apartó de la autorización inicialmente concedida, en cuyo evento no se equipara a la delegación de función administrativa tributaria que si incluyó el contrato de consultoría celebrado con ocasión del proceso de selección.

La Sala encuentra que fue el contrato de consultoría el que se distanció de la autorización impartida por el Concejo Distrital y de la intención del concurso de méritos realizado para seleccionar al contratista consultor. 

Así las cosas, el argumento planteado por el apelante no encuentra soporte probatorio. Tampoco desvirtúa la conclusión de nulidad absoluta que recae sobre el contrato de consultoría posterior.  

7.2. La transacción dentro del proceso n.º 08-001-23-31-02-2001-1715-00-2764-D  

Por su parte, se encuentra acreditado que el 19 de diciembre de 2001, el Secretario de Infraestructura del Distrito de Barranquilla, en su condición de representante legal del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla y el representante legal de Inversiones Los Ángeles Ltda., suscribieron contrato de transacción n.º SIP- CONS-001-2001, en cuyo objeto transigieron las diferencias presentadas durante la ejecución del contrato de consultoría, con la finalidad de terminar el litigio originado en la demanda presentada por el contratista en la cual formuló pretensión de nulidad contra los actos administrativos que dispusieron la terminación unilateral del contrato (fl. 244 a 255 c. ppal.).  
En el contrato de transacción las partes modificaron el objeto del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, el alcance del objeto, el valor y forma de pago, el plazo de ejecución y término del contrato de consultoría y las obligaciones de las partes
 (fl. 248 a 253 c. ppal.).

El Tribunal Administrativo del Atlántico mediante providencia del 16 de mayo de 2002 aprobó la transacción SIP-CONS-001-2001 dentro del proceso contractual n.º 08-001-23-31-02-2001-1715-00-2764-D originado en la demanda presentada por Sociedad Inversiones Los Ángeles, de nulidad contra los actos administrativos que dispusieron la terminación unilateral del contrato de consultoría (resoluciones 118, 132 y 269 de 2001). Las consideraciones expuestas se dirigieron a verificar si el acuerdo cumplía con los requisitos previstos en el artículo 340 del C. de P. C.

En su orden, el tribunal concluyó que correspondía impartir aprobación a la transacción al haberse celebrado por las partes intervinientes en el proceso, versar sobre la totalidad de las cuestiones debatidas, al precisarse los alcances del acuerdo en el documento de transacción que incluye las reciprocas renuncias de las partes a sus pretensiones, además de evitar con este acuerdo las erogaciones que eventualmente podría ocasionar el litigio judicial suscitado (fl. 734 a 740 c. ppal.).           

El control judicial del contrato de transacción se produjo desde la verificación de los requisitos exigidos por el artículo 340 del C. de P. C.
 para obtener del juez la terminación del litigio originado en demanda de nulidad propiciada por la ahora sociedad demandada contra el acto de terminación unilateral del contrato, que en modo alguno distraen la ilicitud del objeto del contrato de consultoría. 

A su vez, es del caso resaltar, que aún en presencia de un acuerdo para transigir un litigio judicial, en modo alguno puede oponerse este a la salvaguarda del ordenamiento jurídico. Bajo este entendido, un acuerdo que pretenda convalidar el objeto ilícito del que adolece el contrato al que se ha hecho alusión, en consecuencia estaría viciado por contravenir una norma imperativa.  

Del examen precedente, la Sala concluye que no es posible colegir identidad fáctica y jurídica en los asuntos definidos en sede jurisdiccional para declarar probada la excepción de cosa juzgada invocada por la parte demandada, en la actuación procesal que ocupa la atención de la Sala. 

8. De la imposibilidad de saneamiento de la nulidad absoluta del contrato por modificación posterior en su objeto. 

La sociedad demandada sostiene que el a quo al declarar la nulidad absoluta desconoció la realidad del contrato de consultoría. Para el apelante, la consideración del tribunal de primera instancia según la cual, cualquier acto posterior modificatorio del contrato no tiene la posibilidad de enervar la causal de nulidad absoluta derivada de objeto ilícito, no es coincidente con la facultad contemplada por la Ley 80 de 1993, de modificar un contrato después de firmado. 

Según su apreciación, los actos posteriores de modificación del contrato avalados por decisiones de la jurisdicción contenciosa permitieron su ejecución, y no pueden desconocerse con una decisión de invalidez.  

La Sala encuentra que al tenor del artículo 45 de la Ley 80 de 1993, la nulidad absoluta del contrato puede ser alegada por las partes, por el agente del ministerio público, o por cualquier persona o declarada de oficio y no es susceptible de saneamiento por ratificación. 

La doctrina define el saneamiento del contrato como “la remoción legal o voluntaria de la invalidez del acto”, que en caso de ser voluntaria se produce a través de la convalidación
.

Como se ha considerado por la Sección Tercera
 el saneamiento convalida los negocios que nacieron con un vicio en su formación, bien sea porque las partes satisfacen con posterioridad la deficiencia de la que adolecía el negocio o por el transcurso del tiempo necesario para que opere la prescripción extraordinaria (20 o 10 años según el caso).

No obstante, el saneamiento por ratificación opera exclusivamente cuando sobre el contrato recae un vicio que lo afecta de nulidad relativa. Cuando la nulidad se genera por la existencia de objeto o causa ilícitos no es posible sanear tal vicio por convalidación de las partes, en virtud del mandato legal contenido en el artículo 1742 del Código Civil
. 

En el asunto sub judice, se encuentra acreditado que el 1º de diciembre de 2000, el gerente de proyectos de inversión del Distrito de Barranquilla y el representante de Inversiones Los Ángeles Ltda., suscribieron acta de modificación al contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000
 (fl. 178 a 181 c. ppal. 1). 
El Distrito de Barranquilla declaró la terminación del contrato mediante resoluciones 118 de 28 de febrero de 2001
, 132 de 9 de marzo de 2001
 y 269 del 17 de mayo de 2001
. 

El 19 de diciembre de 2001, el Secretario de Infraestructura del Distrito de Barranquilla, en su condición de representante legal del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla y el representante legal de Inversiones Los Ángeles Ltda., suscribieron contrato de transacción n.º SIP- CONS-001-2001
, a través del cual se modificó el objeto del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, el alcance del objeto, el valor y forma de pago, el plazo de ejecución y término del contrato de consultoría y las obligaciones de las partes
 (fl. 248 a 253 c. ppal.).

La Sala encuentra que el último ejercicio de modificación del contrato de consultoría adelantado por las partes, se realizó el 25 de enero de 2006 y se denominó “estructura integral que regirá el contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 del 29 de noviembre de 2000, el contrato de transacción SIP-CONS-001-2001 del 19 de diciembre de 2001 y el acta aclaratoria al contrato de transacción del 15 de febrero de 2002, donde se compilan, modifican y aclaran las disposiciones contenidas en las cláusulas de estos actos” (fl. 413 a 437 c. ppal.)

Según las consideraciones del referido acuerdo, las partes procedían en cumplimiento del plan de mejoramiento resultante del informe final de control excepcional del 13 de diciembre de 2005 emitido por la Contraloría General de la República y con “el ánimo de aclarar y compilar el contrato de consultoría GP-CM-CONS-001 del 29 de noviembre de 2000, de transacción SIP-CONS-001-2001 del 19 de diciembre de 2001 y el acta aclaratoria al contrato de transacción del 15 de febrero de 2002 de tal manera que exista un documento marco e integral que recoja y compile todas y cada una de las cláusulas que regulan las relación entre las partes, quienes de común acuerdo someten su relación contractual en forma total y plena al texto” compilado.   

Del documento referido se extrae que las partes convinieron delimitar de manera minuciosa el objeto del contrato de consultoría inicialmente previsto, para ubicar al contratista en la prestación de servicios de asesoría técnica para la modernización de la gestión de los recaudos de los tributos distritales, que se resumen en la consultoría y asesoría técnica para la implementación del Sistema Integral Tributario (SIT), Sistema de Archivo Tributario (SAT), consultoría y asesoría al Distrito para el desarrollo de programas de fiscalización y atención al contribuyente (cláusulas primera y segunda relativas a objeto y alcance del objeto (fl. 416 a 422 c. ppal.). 

La Sala encuentra que el contrato de transacción y el documento denominado “estructura integral”, actos posteriores suscritos por las partes que según lo afirmado por la sociedad apelante tienen plenos efectos vinculantes para oponerse a la nulidad absoluta que padece el contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, no dejan de ser intentos para corregir el objeto contenido en el contrato, ante su evidente ilicitud.  

Lo anterior se evidencia a partir del cotejo del clausulado del contrato inicial con las cláusulas del contrato de transacción y el documento “estructura integral”. El objeto original contempló de manera general las actividades a cargo del contratista, conforme se analizó en precedencia, mientras que el contrato de transacción lo delimitó a la asesoría tributaria del Distrito para la implementación de modernas técnicas de sistematización y de información, además de la asesoría para la implementación de mecanismos ágiles y modernos del cobro de cartera; apoyo en el diseño y gestión de los procedimientos de fiscalización y asistencia para rediseñar trámites de cobro de los impuestos. 

La “estructura integral”, más allá de un esfuerzo compilatorio modificó el objeto para delimitarlo específicamente a servicios de asesoría técnica para la implementación de un sistema integral tributario, sistema de archivo tributario, desarrollo de programas de fiscalización y cobro y atención al contribuyente. 

Frente al valor y forma de pago se presentaron variaciones. En un principio se asignaba un porcentaje distinto al contratista sobre el valor recaudado de los impuestos, por actividades como el reparto de la facturación (3.5%), por la implementación de la infraestructura de software, hardware y comunicaciones (5%), por ingresos obtenidos a través del control de la evasión y elusión de los impuestos (15%), por la gestión de cobro (15%), por auditoria en sistemas (0.7%), además de contemplarse una prima a cargo del contratista de siete mil millones de pesos “por concepto de anticipo a recaudos futuros y prima para acceder al contrato de la gestión tributaria”. 

En el contrato de transacción se modificó el valor a reconocer a un 4.5% sobre los recaudos ordinarios por concepto del control de la evasión, la elusión y la gestión de cobro de cartera. Frente a los recaudos que superen el 100% del recaudo inicial se reconoce el 8% y en caso de superar el 125% se reconocería el 12%. 

La “estructura integral” reconoció un 7.5% sobre el valor total de lo recaudado y el mismo porcentaje sobre los intereses y sanciones que causen dichos tributos hasta el momento de la extinción de la obligación. 

Frente al plazo de ejecución, el contrato de consultoría contempló un plazo de 20 años contados a partir de la suscripción del acta de inicio. La transacción modificó el plazo a 19 años contados a partir de la suscripción del contrato de transacción, plazo que mantuvo el documento de “estructura integral”. 

Conviene señalar a su vez, que la transacción dispuso el compromiso a cargo del Distrito de expedir una resolución en la cual autorizara expresa y formalmente a inversiones Los Ángeles para ceder totalmente el contrato de consultoría, a favor del cesionario Unión Temporal Métodos y Sistemas integrada por las sociedades Grafinet S.A. y la sociedad Auditores y Asesores Económicos Audiecon Ltda, es decir la transacción convino la cesión de la posición contractual que ostentaba el contratista, para darle operatividad a las nuevas obligaciones que surgieron con los actos modificatorios.

Para la Sala las modificaciones posteriores convenidas por las partes no dejan de ser actos tendientes a sanear la nulidad absoluta del contrato, que como se advirtió resultan improcedentes en presencia de objeto ilícito y en modo alguno pueden entenderse como una convalidación en procura del saneamiento. 

Así las cosas, corresponde desechar el argumento de apelación expuesto por la sociedad demandada. 

Finalmente debe considerarse que en virtud de la declaración de nulidad absoluta del contrato de consultoría, por consecuencia son nulos los actos modificatorios posteriores, en su orden: el acta modificatoria del 1º de diciembre de 2000, el contrato de transacción celebrado SIP-CONS-001-2001 del 19 de diciembre de 2001 y el documento denominado “estructura integral”, como fue declarado por el a quo, por lo cual será confirmada la decisión apelada.

Sin embargo se revocará la orden dispuesta por el a quo de liquidación inmediata del contrato de consultoría, por cuanto la normativa que lo sustenta no se adecua al supuesto de hecho presenciado en esta oportunidad. La liquidación del contrato en el estado en que se encuentre opera cuando la entidad estatal declara terminado el contrato mediante acto administrativo, por las causales de nulidad contenidas en los numerales 1º, 2º y 4º del artículo 44 de la Ley 80 de 1993. 

En el asunto sub examine la declaración de nulidad absoluta se produce mediante providencia judicial, en cuyo caso procede, en los términos del artículo 48 del Estatuto de Contratación Estatal, el reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas hasta el momento de la declaratoria, cuando exista prueba del beneficio obtenido por la entidad y hasta el monto del beneficio conseguido.  

8. De las restituciones mutuas
8.1. Al tenor de lo previsto en el artículo 1746 del Código Civil, la nulidad pronunciada en sentencia que tiene fuerza de cosa juzgada, otorga a las partes el derecho a ser restituidas en el mismo estado en que se hallarían si no hubiese existido el acto o contrato nulo. 

La Sala ha concluido, en los contratos de ejecución sucesiva, la imposibilidad de volver las cosas al estado anterior, o de deshacer lo ejecutado por una de las partes, dada su naturaleza negocial que impide las restituciones reciprocas con ocasión de la nulidad absoluta del contrato
. 

Bajo esta consideración, es preciso advertir que en razón a la ejecución sucesiva de las prestaciones del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, resulta imposible como efecto de la declaratoria de nulidad absoluta deshacer la ejecutado o restituir al estado anterior a la celebración del negocio la situación de las partes. En consecuencia, las prestaciones ejecutadas y pagadas durante el periodo de vigencia del contrato previo a la declaratoria de nulidad, no serán objeto de restitución.  

8.2. Por su parte el artículo 48 de la Ley 80 de 1993, establece: 

ARTÍCULO 48. DE LOS EFECTOS DE LA NULIDAD. La declaración de nulidad de un contrato de ejecución sucesiva no impedirá el reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas hasta el momento de la declaratoria.

Habrá lugar al reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas del contrato nulo por objeto o causa ilícita, cuando se probare que la entidad estatal se ha beneficiado y únicamente hasta el monto del beneficio que ésta hubiere obtenido. Se entenderá que la entidad estatal se ha beneficiado en cuanto las prestaciones cumplidas le hubieren servido para satisfacer un interés público.

La Sala ha considerado, para que resulte procedente el reconocimiento de las prestaciones ejecutadas, la demostración del beneficio obtenido por la entidad a consecuencia de la ejecución del contratista. 

Ahora bien, corresponde establecer si se halla acreditada la ejecución de las prestaciones por parte del contratista para obtener su reconocimiento ante la declaratoria de nulidad absoluta del contrato. 

El 28 de mayo de 2002, el Secretario de Hacienda Distrital de Barranquilla certificó: 

Que la empresa Unión Temporal Métodos y Sistemas desarrolló los trabajos estipulados en el objeto del contrato durante el mes de marzo de 2002, por lo tanto se expide la presente certificación de acuerdo a lo estipulado en la cláusula cuarta del parágrafo segundo del contrato de transacción n.º SIP-CONS-001-2001 del contrato de consultoría n.º GP-CM-CONS-001-2000 de fecha 19 de diciembre de 2001. (fl. 488 c. ppal.) 

En constancia expedida el 13 de octubre de 2004, certificó 

Que la empresa METODOS & SISTEMAS M. & S. S.A., con NIT. 802.018.124-3, mantiene actualmente un vínculo contractual con el Distrito de Barranquilla, en virtud de la ejecución del contrato de transacción n.º SIP-CONS-001-2001 respecto del contrato de consultoría n.º GP-cm-cons-001-2000 de fecha 19 de diciembre de 2001, cuyo objeto es: 

La asesoría técnica a la Administración por parte del contratista para la modernización de la gestión de recaudos de tributos distritales, en desarrollo de la cual el contratista realiza las siguientes labores de manera permanente:

 
A) La asesoría tributaria al Distrito de Barranquilla para la implementación de modernas técnicas de sistematización y de información; la complementación, depuración y actualización de las bases de datos de los impuestos locales y la asesoría en la atención e información al contribuyente. 

B) La asesoría para la implementación de mecanismos ágiles y modernos del cobro de cartera, el apoyo en el diseño, y gestión de los procedimientos de fiscalización, liquidación, cobro y elaboración de censos de contribuyentes de dichos impuestos; la asistencia para diseñar mecanismos de control interno tributario, rediseñar los tramites de cobro de los impuestos racionalizar las notificaciones; generar y distribuir la facturación de impuestos; y realizar el cobro prejurídico de la cartera a los contribuyentes morosos. 

La Firma Consultora viene cumpliendo a cabalidad el objeto contractual, con óptimos resultados en su labor de apoyo y asistencia a la gestión tributaria de competencia del Distrito de Barranquilla. (fl. 487 c. ppal.) 
La Sala no desconoce que a la actuación fue aportado el documento denominado “estructura integral” que contiene en su cláusula sexta una liquidación parcial del contrato, en la que se efectúa el balance por la vigencia 2005 y a su vez, las partes reconocen encontrarse a paz y salvo “en forma recíproca por cualquier concepto de pagos y facturación correspondiente a los años 2002, 2003, y 2004, salvo lo correspondiente al IVA facturado por los servicios por los años 2003 y 2004” (fl. 413 a 437 c. ppal.); sin embargo, con ocasión de la nulidad declarada el balance pierde fuerza vinculante, en tanto proviene del convenio viciado. 

Sin perjuicio de lo anterior, las pruebas documentales aludidas no se despojan de su carácter para acreditar la ejecución de las prestaciones a cargo del contratista y el beneficio correlativo obtenido por la entidad, no obstante con tales elementos de convicción no es posible cuantificar el monto que correspondería reconocer al contratista por este concepto. 

En consecuencia, es preciso acudir a la condena en abstracto, para que mediante incidente de liquidación de perjuicios se determine la suma correspondiente a las prestaciones ejecutadas por el contratista dentro del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, no reconocidas hasta la decisión de nulidad absoluta, en los términos del artículo 48 de la Ley 80 de 1993. 

Para determinar la suma que el Distrito de Barranquilla debe pagar a la sociedad contratista, en el incidente se acudirá a prueba pericial donde se establecerá el monto que corresponda a las prestaciones ejecutadas, a partir de las siguientes reglas: 

1)
Las prestaciones ejecutadas y pagadas por el Distrito de Barranquilla hasta la fecha de ejecutoria de la presente providencia que declara la nulidad del contrato, no serán objeto de restitución, tampoco generarán reconocimiento pecuniario alguno. 

2) Se reconocerán únicamente las prestaciones ejecutadas, efectivamente acreditadas. Las partes aportarán las pruebas que permitan establecer las prestaciones ejecutadas que se encuentran pendientes de pago y su valor. Para el efecto, deberán prestar toda la colaboración; en todo caso, el juez del incidente sujetará el monto de esas prestaciones ejecutadas en beneficio de la entidad contratante a lo pactado en el contrato. Si no se demostraren prestaciones ejecutadas pendientes de pago o su monto, el juez del incidente negará las restituciones mutuas.

3) Las sumas que resulten del balance de las prestaciones ejecutadas serán objeto de indexación. 

4) No se reconocerán intereses moratorios, ni sumas reclamadas por concepto de desequilibrio económico, ni por incumplimiento.

5) El contratista no podrá seguir ejecutando el contrato con posterioridad a la ejecutoria de la presente providencia. En consecuencia, solo se reconocerán las prestaciones ejecutadas hasta la ejecutoria de la presente sentencia de nulidad. 

La liquidación se realizará mediante incidente al cual se le dará el trámite establecido en el artículo 283 del Código General del Proceso
 y deberá presentarse dentro de los treinta días siguientes a la notificación del auto en el cual el Tribunal a quo ordene el cumplimiento de lo dispuesto en esta sentencia.

Así las cosas, en este punto se modificará la sentencia de primera instancia, para en su lugar acceder al reconocimiento por concepto de las prestaciones ejecutadas, bajo las condiciones ya reseñadas. 

9. En consideración a la providencia proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico el 9 de noviembre de 2016, en la actuación procesal n.º 08-001-23-31-002-2010-00477-00 (demandante Métodos y Sistemas S.A., demandado Distrito Industrial y Portuario de Barranquilla) que dispuso la suspensión del proceso por prejudicialidad hasta tanto se resolviera la presente controversia, se dispondrá que la Secretaría de la Sección Tercera de la corporación, una vez ejecutoriada la presente providencia remita copia íntegra de la misma con destino a la actuación suspendida. 

10. Por último, como la conducta de las partes no puede catalogarse como abiertamente temeraria, sino el ejercicio del derecho de acceso a la justicia y de defensa, se impone negar la condena en costas. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A

MODIFICAR la sentencia de 20 de noviembre de 2008, proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico, y en su lugar se dispone: 

PRIMERO: DECLARAR la nulidad del contrato de consultoría n.º GP-CM-CONS-001-2000 celebrado el 29 de noviembre de 2000, entre el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda., por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: DECLARAR la nulidad del acta modificatoria del contrato celebrada el 1º de diciembre de 2000. 

TERCERO: DECLARAR la nulidad del contrato de transacción SIP-CONS-001-2001 de 19 de diciembre de 2001 y del acta aclaratoria suscrita el 15 de febrero de 2002.  

CUARTO: CONDENAR al Distrito de Barranquilla al reconocimiento pecuniario a favor de la parte demandada de las prestaciones ejecutadas por el contratista, con ocasión del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, suma que deberá determinarse a partir de las pruebas aportadas por las partes, bajo las reglas contenidas en la parte motiva de la presente providencia. 

QUINTO: Una vez ejecutoriada la presente providencia, por Secretaría de la Sección remítase comunicación en la que se informe el contenido de la presente decisión con copia íntegra de la misma con destino al Tribunal Administrativo del Atlántico para que sea incorporada al expediente n.º 08-001-23-31-002-2010-00477-00, acción de controversias contractuales, demandante Métodos y Sistemas S.A., demandado Distrito Industrial y Portuario de Barranquilla. 
SEXTO: SIN COSTAS, toda vez que no están probadas.

SÉPTIMO: En firme esta providencia, DEVUÉLVASE la actuación al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO 

Presidenta 
  RAMIRO PAZOS GUERRERO    

Magistrado

� La representación legal del distrito demandante al momento de la presentación de la demanda se encontraba en cabeza de Humberto Caiafa Rivas, en su calidad de Alcalde Distrital, quien a su vez delegó mediante Decreto 2224 de 2001, las facultades de representación judicial del Distrito a la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (fls.388 a 390 c. ppal.), quien confirió poder (f. 57 c1). 


   


� El recurso fue interpuesto por la parte demandada y sustentado el 10 de diciembre de 2008 (fl. 1194 a 1213, c. segunda instancia).


� Erigido como tal mediante Acto Legislativo 01 de 17 de agosto de 1993. 





� La parte demandante reclama la nulidad absoluta del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000, cuyo valor pactado inicialmente por las partes en todos sus elementos integrantes supera los 500 smlmv, del año 2003, fecha de presentación de la demanda ($166.000.000). El recurso de apelación se interpuso el 10 de diciembre de 2008, en vigencia de la Ley 446 de 1998 y en consideración a la cuantía advertida se concluye que el proceso tiene vocación de doble instancia.      


� En virtud de la normativa citada, cualquiera de las partes de un contrato estatal puede pedir que se declare su existencia o su nulidad, que se hagan las declaraciones, condenas o restituciones consecuenciales, se ordene su revisión, se declare su incumplimiento y se condene los perjuicios causados a consecuencia del mismo. 


� Posición acreditada con el contrato de cesión obrante a folios 409 a 412, en cuyo contenido se advierte que la cesión fue aprobada por el Distrito de Barranquilla mediante Resolución 1669 del 13 de septiembre de 2002, y el certificado de existencia y representación legal de la sociedad Métodos y Sistemas S.A. expedido por la Cámara de Comercio de Barranquilla (fl. 262 a 264 c. ppal.).   


� En este caso, el contrato de transacción n.º SIP-CONS-001-2001 del 19 de diciembre de 2001 (fl. 244 a 255 c. ppal. 1) y su acta aclaratoria del 15 de febrero de 2002 (fl. 291 a 292 c. ppal. 1).  


� ARTÍCULO 154. Modificado por el artículo 1, numeral 88 del Decreto 2282 de 1989. El proceso se suspenderá desde que el funcionario se declare impedido o se reciba en la secretaría el escrito de la recusación, hasta cuando hayan sido resueltos, sin que por ello se afecte la validez de los actos surgidos con anterioridad.


Cuando se hubiere señalado fecha para una audiencia o diligencia, ésta sólo se suspenderá si la recusación se presenta por lo menos cinco días antes de su celebración.





� Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 28 de agosto de 2013. M.P. Enrique Gil Botero. Expediente: 25.022. Criterio acogido por la Sala Plena Contenciosa en providencia del 30 de septiembre de 2014, exp. 2007-01081, M.P. Alberto Yepes Barreiro. 





� Es del caso señalar que la prueba documental reseñada fue aportada al expediente, como respuesta al requerimiento formulado por el Tribunal Administrativo del Atlántico en el auto de pruebas del 16 de octubre de 2007, mediante oficio remitido por la Alcaldía Distrital de Barranquilla (fl. 726 a 772 c. ppal.) 


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia C-866 de 1999, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa  


� Artículo 560 del Decreto 624 de 1989 "Por el cual se expide el Estatuto Tributario de los Impuestos Administrados por la Dirección General de Impuestos Nacionales"


� Consejo de Estado, Sección Cuarta, sentencia de 22 de septiembre de 2004, Exp. 13255, M.P. Héctor J. Romero Díaz.     


� BENAVIDES, José Luís. Contratos públicos: estudios. Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2014, p. 327 y 329.      





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia de 16 de marzo de 2012, Exp. 22969, M.P. Stella Conto Díaz del Castillo. 





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, Exp. 30759, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia de 13 de mayo de 2015, Exp. 29200, M.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 11 de mayo de 2017, Exp. 40149, M.P. Stella Conto Díaz del Castillo. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia de 28 de septiembre de 2017, Exp. 37740, M.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 


� Artículo 560 del Decreto 624 de 1989 "Por el cual se expide el Estatuto Tributario de los Impuestos Administrados por la Dirección General de Impuestos Nacionales"


� Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 13 de mayo de 2015, Exp. 29200. M.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera y Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 16 de marzo de 2015, Exp. 30759.





� Artículo 32 de la Ley 80 de 1993. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, auto del 17 de noviembre de 2016, Exp. 55280, M.P. Ramiro Pazos Guerrero. 





� El contrato de transacción modificó el objeto y el alcance del contrato de consultoría, en sus cláusulas segunda y tercera así: 


Cláusula segunda: Objeto del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000. La cláusula primera del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 celebrado entre el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda., quedará así: “Cláusula primera.- Objeto. La asesoría técnica a la Administración por parte del contratista para la modernización de la gestión de recaudos de tributos distritales, en desarrollo de la cual el contratista realizará las siguientes labores de manera permanente: 


A) La asesoría tributaria al Distrito de Barranquilla, para la implementación de modernas técnicas de sistematización y de información; la complementación, depuración y actualización de las bases de datos de los impuestos locales, y la asesoría en la atención e información al contribuyente. 


B) La asesoría para la implementación de mecanismos ágiles y modernos del cobro de cartera, el apoyo en el diseño y gestión de los procedimientos de fiscalización, liquidación, cobro y elaboración de censos de contribuyentes de dichos impuestos; la asistencia para diseñar mecanismos de control interno tributario, rediseñar los trámites de cobro de los impuestos, racionalizar las notificaciones; generar y distribuir la facturación de impuestos; y realizar el cobro pre jurídico de la cartera a los contribuyentes morosos.    





Cláusula tercera: Alcance del objeto del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000.- La Cláusula Quinta del Contrato de Consultoría GP-CM-CONS-001-2.000 celebrado entre el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda. quedará así: “CLÁUSULA QUINTA.- ALCANCE DEL OBJETO.- EL CONTRATISTA en desarrollo de la cláusula primera de este Contrato, ejecutará el objeto del mismo de acuerdo con los Términos de Referencia del Concurso Público de Méritos GP.CM 001 de 2000, la propuesta de EL CONTRATISTA y, sobre todo, la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico el 4 de octubre de 2001, en el marco del expediente radicado con el n.º 2000-3003-00-C, con ponencia del Magistrado Dr. Luis Eduardo Cerra Jiménez. 


PARÁGRAFO: La ejecución del objeto del contrato a cargo del contratista no implica en absoluto la delegación de funciones administrativas, ni del ejercicio integral de la gestión tributaria, ni de la jurisdicción coactiva, ni la facultad para realizar operaciones de crédito público, ni lo habilita para fiscalizar, revisar o liquidar directamente los tributos locales o para ejecutar los procedimientos tributarios. Todas estas funciones son de competencia exclusiva de los funcionarios de hacienda distritales, pero en su gestión podrán asesorados o asistidos por el contratista particular” (fl. 248 a 249 c. ppal.).   





� El artículo 340 modificado por el artículo 1, numeral 162 del Decreto 2282 de 1989, dispone: En cualquier estado del proceso podrán las partes transigir la litis. También podrán transigir las diferencias que surjan con ocasión del cumplimiento de la sentencia.


Para que la transacción produzca efectos procesales, deberá presentarse solicitud escrita por quienes la hayan celebrado, tal como se dispone para la demanda, dirigida al juez o tribunal que conozca del proceso o de la respectiva actuación posterior a éste, según fuere el caso, precisando sus alcances o acompañando el documento que la contenga. Dicha solicitud podrá presentarla también cualquiera de las partes, acompañando el documento de transacción autenticado; en este caso se dará traslado del escrito a las otras partes, por tres días.


El juez aceptará la transacción que se ajuste a las prescripciones sustanciales y declarará terminado el proceso, si se celebró por todas las partes y versa sobre la totalidad de las cuestiones debatidas, quedando sin efecto cualquier sentencia dictada que no estuviere en firme. Si la transacción sólo recae sobre parte del litigio o de la actuación posterior a la sentencia, o sólo se celebró entre algunos de los litigantes, el proceso o la actuación posterior a éste continuará respecto de las personas o los aspectos no comprendidos en aquella, lo cual deberá precisar el juez en el auto que admita la transacción. El auto que resuelva sobre la transacción parcial es apelable en el efecto diferido, y el que resuelva sobre la transacción total lo será en el efecto suspensivo.


Cuando el proceso termine por transacción o ésta sea parcial, no habrá lugar a costas, salvo que las partes convengan otra cosa.


Si la transacción requiere licencia y aprobación judicial, el mismo juez que conoce del proceso resolverá sobre éstas; si para ello se requieren pruebas que no obren en el expediente, el juez las decretará de oficio o a solicitud de parte y para practicarlas otorgará un término de cinco días o señalará fecha y hora para audiencia, según el caso.





� Bianca, C. M. (2007). Derecho Civil: el contrato (Hinestrosa, F. y Cortés, E. trad.). Bogotá, Colombia: Universidad Externado de Colombia (Obra original publicada en 2000).





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia de 24 de julio de 2013, Exp.25188, M.P. Enrique Gil Botero 





� Al tenor del artículo 1742 del Código Civil cuando la nulidad del contrato no es generada por objeto o causa ilícitos, puede sanearse por la ratificación de las partes y en todo caso por prescripción extraordinaria. 





� En la cual se suspendió indefinidamente el alcance del literal G de la cláusula segunda (se estipuló el pago de una prima de siete mil millones de pesos a cargo del contratista para acceder al contrato) y el literal D de la cláusula sexta parte I (contempló como obligación del contratista el pago de una prima de siete mil millones de pesos por concepto de anticipo a recaudos futuros y prima para acceder al contrato de la gestión tributaria) del contrato de consultoría, hasta tanto el Distrito de Barranquilla cumpliera con lo conceptuado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 


� El Distrito de Barranquilla concluyó la existencia de objeto ilícito en el contrato de consultoría, pues la actividad relacionada en su objeto no está autorizada por la Constitución ni por la ley para que la realicen particulares. En virtud de la facultad prevista por el artículo 45 de la Ley 80 de 1993 declaró la terminación del contrato (fl. 185 a 221 c. ppal.).  


� En esta resolución se adicionó la Resolución 118 en el sentido de citar a la aseguradora Seguros del Estado, ante un eventual perjuicio económico que pudiera sufrir (fl. 222 a 223 c. ppal.).   


� En la Resolución 269, el Distrito de Barranquilla declaró la terminación del contrato de consultoría al incurrir en causal de nulidad consagrada en el artículo 44 del Estatuto de Contratación Estatal (objeto ilícito por haberse celebrado contra expresa prohibición legal), luego de que mediante Resolución n.º 237 del 8 de mayo de 2001, se dio cumplimiento a fallo de tutela que suspendió temporalmente las Resoluciones 118 y 132 y ordenó dar traslado “al contratista de las razones por las cuales el contrato” podía estar viciado de nulidad (fl. 224 a 243 c. ppal.). 


� Como ya se advirtió al resolver la excepción de cosa juzgada, en virtud del acuerdo aludido se transigieron las diferencias presentadas durante la ejecución del contrato de consultoría, con la finalidad de terminar el litigio originado en la demanda presentada por el contratista en la cual formuló pretensión de nulidad contra los actos administrativos que dispusieron la terminación unilateral del contrato (fl. 244 a 255 c. ppal.).  El Tribunal Administrativo del Atlántico mediante providencia del 16 de mayo de 2002, aprobó la transacción SIP-CONS-001-2001 dentro del proceso contractual n.º 08-001-23-31-02-2001-1715-00-2764-D, al considerar que el acuerdo cumplía con los requisitos previstos en el artículo 340 del C. de P. C. (fl. 734 a 740 c. ppal.).





� El contrato de transacción modificó el objeto y el alcance del contrato de consultoría, en sus cláusulas segunda y tercera así: 


Cláusula segunda: Objeto del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000. La cláusula primera del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000 celebrado entre el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda., quedará así: “Cláusula primera.- Objeto. La asesoría técnica a la Administración por parte del contratista para la modernización de la gestión de recaudos de tributos distritales, en desarrollo de la cual el contratista realizará las siguientes labores de manera permanente: 


A) La asesoría tributaria al Distrito de Barranquilla, para la implementación de modernas técnicas de sistematización y de información; la complementación, depuración y actualización de las bases de datos de los impuestos locales, y la asesoría en la atención e información al contribuyente. 


B) La asesoría para la implementación de mecanismos ágiles y modernos del cobro de cartera, el apoyo en el diseño y gestión de los procedimientos de fiscalización, liquidación, cobro y elaboración de censos de contribuyentes de dichos impuestos; la asistencia para diseñar mecanismos de control interno tributario, rediseñar los trámites de cobro de los impuestos, racionalizar las notificaciones; generar y distribuir la facturación de impuestos; y realizar el cobro pre jurídico de la cartera a los contribuyentes morosos.    





Cláusula tercera: Alcance del objeto del contrato de consultoría GP-CM-CONS-001-2000.- La Cláusula Quinta del Contrato de Consultoría GP-CM-CONS-001-2.000 celebrado entre el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla e Inversiones Los Ángeles Ltda. quedará así: “CLÁUSULA QUINTA.- ALCANCE DEL OBJETO.- EL CONTRATISTA en desarrollo de la cláusula primera de este Contrato, ejecutará el objeto del mismo de acuerdo con los Términos de Referencia del Concurso Público de Méritos GP.CM 001 de 2000, la propuesta de EL CONTRATISTA y, sobre todo, la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico el 4 de octubre de 2001, en el marco del expediente radicado con el n.º 2000-3003-00-C, con ponencia del Magistrado Dr. Luis Eduardo Cerra Jiménez. 


PARÁGRAFO: La ejecución del objeto del contrato a cargo del contratista no implica en absoluto la delegación de funciones administrativas, ni del ejercicio integral de la gestión tributaria, ni de la jurisdicción coactiva, ni la facultad para realizar operaciones de crédito público, ni lo habilita para fiscalizar, revisar o liquidar directamente los tributos locales o para ejecutar los procedimientos tributarios. Todas estas funciones son de competencia exclusiva de los funcionarios de hacienda distritales, pero en su gestión podrán asesorados o asistidos por el contratista particular” (fl. 248 a 249 c. ppal.).   





� Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 27 de marzo de 2014, Exp. 27453, M.P. Ramiro Pazos Guerrero, que a su vez cita Sentencia de 16 de febrero de 2006, Exp. 13414, M.P. Ramiro Saavedra Becerra, en relación con la imposibilidad de restituir la cosas debidas ante la nulidad absoluta del contrato, en contratos de tracto sucesivo como el de suministro de bienes de consumo, prestación de servicios, obra pública, concesión, etc. etc., en los cuales las prestaciones se han cumplido y no pueden restituirse.  


� ARTÍCULO 283. CONDENA EN CONCRETO. La condena al pago de frutos, intereses, mejoras, perjuicios u otra cosa semejante, se hará en la sentencia por cantidad y valor determinados.


El juez de segunda instancia deberá extender la condena en concreto hasta la fecha de la sentencia de segunda instancia, aun cuando la parte beneficiada con ella no hubiese apelado.


En los casos en que este código autoriza la condena en abstracto se liquidará por incidente que deberá promover el interesado mediante escrito que contenga la liquidación motivada y especificada de su cuantía, estimada bajo juramento, dentro de los treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de la providencia respectiva o al de la fecha de la notificación del auto de obedecimiento al superior. Dicho incidente se resolverá mediante sentencia. Vencido el término señalado sin promoverse el incidente se extinguirá el derecho.


En todo proceso jurisdiccional la valoración de daños atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales.









